
C.A. de Temuco

Temuco, doce de agosto de dos mil veintid só .

VISTOS: 

En causa RUC 1701157328-2, RIT 014-2020, del ingreso del 

Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Temuco, previo desarrollo del 

juicio  oral  respectivo,  con  fecha  veintinueve  de  agosto  de  dos  mil 

veintiuno, se dict  sentencia definitiva que declar :ó ó

“I.-  Que  se  CONDENA  a  la  acusada  NICOLE  ANDREA 

PRINCIC P REZ, ya individualizada, a sufrir la pena establecida enÉ  

la  ley,  seg n  se  detall  en  el  considerando  trig simo  quinto,  deú ó é  

QUINIENTOS CUARENTA D AS de reclusi n menor en su gradoÍ ó  

m nimo, (540 d as), la accesoria legal de suspensi n de cargos y oficiosí í ó  

p blicos durante el tiempo de la condena, adem s de la suspensi n deú á ó  

su licencia para conducir veh culos por un per odo de un a o, por suí í ñ  

responsabilidad  en  calidad  de  autora  de  cuasidelito  de  homicidio, 

previsto y sancionado en el art culo 492, en relaci n con los art culosí ó í  

490 N  1 y 391 N  2, todos del C digo Penal, en grado de desarrollo° ° ó  

de  consumado,  ejecutado  en  la  comuna de  Temuco,  el  d a  05  deí  

diciembre  de  2017,  en  perjuicio  de  la  v ctima  Joaqu n  Carocaí í  

Hagedorn. 

II.-  Que  se  CONDENA  a  la  acusada  NICOLE  ANDREA 

PRINCIC P REZ, ya individualizada, a sufrir la pena establecida enÉ  

la ley, seg n se detall  en el considerando trig simo quinto de TRESú ó é  

A OS Y UN D A DE presidio menor en su grado m ximo, accesoriaÑ Í á  

legal de inhabilitaci n absoluta perpetua para derechos pol ticos y deó í  

inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicos durante el tiempoó ú  

de la condena; por su responsabilidad en calidad de autora del delito 

de incumplimiento de la  obligaci n  de prestar  auxilio  a la  v ctima,ó í  

previsto  y  sancionado  en  el  art culo  195  inciso  tercero  de  la  Leyí  

N 18.290 sobre Tr nsito, en relaci n con el art culo 176 de la misma° á ó í  

ley, en grado de desarrollo de consumado, ejecutado en la comuna de 

Temuco, el d a 05 de diciembre de 2017. í
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- Se le impone, adem s, una MULTA de ONCE (11) unidadesá  

tributarias mensuales; 

-  Se  le  condena  a  la  INHABILIDAD  PERPETUA  PARA 

CONDUCIR  VEH CULOS  DE  TRACCI N  MEC NICA,  queÍ Ó Á  

absorber  por razones l gicas la suspensi n de licencia antes decretada.á ó ó  

III.- Que, reuni ndose en la especie los requisitos legales exigidosé  

en los art culos 1, 15, 15 bis, 16 y 17 de la Ley 18.216, se impone a laí  

acusada NICOLE ANDREA PRINCIC P REZ, ya individualizada,É  

respecto de las penas privativas de libertad que le fueron impuestas, la 

pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva, por igual per odo al deí  

su duraci n, debiendo quedar dicha condenada sujeta a la vigilancia yó  

orientaci n  de  un  delegado  de  libertad  vigilada,  perteneciente  aó  

Gendarmer a de Chile,  a trav s  de la  secci n de tratamiento en elí é ó  

medio  libre  que  corresponda  a  su  domicilio,  debiendo  cumplir  las 

condiciones de las letras a), b) y c) del art culo 17 de la referida ley.í  

Para tal  efecto, deber  presentarse en la instituci n se alada con elá ó ñ  

objeto de que se proceda a la elaboraci n del correspondiente plan deó  

intervenci n individual despu s de terminada la suspensi n a que seó é ó  

har  menci n  en  el  resuelvo  siguiente  y  cumplir  con  los  dem sá ó á  

requisitos previstos en la referida ley. En el evento que se le revocare la 

pena sustitutiva,  la  condenada do a  NICOLE ANDREA PRINCICñ  

P REZ,  ya  individualizada,  deber  cumplir  de  manera  efectiva  lasÉ á  

penas privativas de libertad impuestas. 

IV.- Susp ndase la pena sustitutiva antes decretada por el plazoé  

de  UN  A O,  EL  CUAL  DEBER  CUMPLIR  DE  MANERAÑ Á  

EFECTIVA privada  de  libertad  la  condenada  NICOLE ANDREA 

PRINCIC P REZ al tenor de lo dispuesto en el art culo 196 ter de laÉ í  

Ley 18.290, sirvi ndole de abono todo el tiempo que ha permanecidoé  

privada de libertad con motivo de esta causa, esto es desde el 5 al 6 de 

diciembre de 2017. 

V.-  Que  la  pena  de  multa  impuesta  precedentemente,  cuya 

cuant a asciende a ONCE unidades tributarias mensuales, deber  serí á  
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pagada  en  pesos,  en  el  valor  equivalente  que  la  unidad  tributaria 

mensual tenga al momento de su pago, debiendo ser enterada en arcas 

de la Tesorer a General de la Rep blica conforme a formulario que leí ú  

ser  entregado en dependencias del Tribunal, autoriz ndose su pago ená á  

once cuotas  mensuales  de UNA (1)  unidad tributaria  mensual  cada 

una, debiendo pagarse dentro de los cinco primeros d as de cada mes,í  

a  contar  del  mes  siguiente  en  que  quede  ejecutoriada  la  presente 

sentencia.  En  el  evento  que  la  sentenciada  no  tuviere  bienes  para 

satisfacer la multa que le ha sido impuesta, podr  impon rsele, por v aá é í  

de sustituci n, la pena de prestaci n de servicios en beneficio de laó ó  

comunidad, si se cumplen los presupuestos legales; en caso contrario, 

podr  impon rsele, por v a de sustituci n y apremio de la multa, laá é í ó  

pena de reclusi n; regul ndose en el primer caso en ocho horas deó á  

duraci n y en el segundo caso en un d a, por cada tercio de unidadó í  

tributaria mensual insoluta; lo anterior, sin perjuicio de lo que pueda 

resolverse en la etapa de ejecuci n ante el tribunal competente, seg nó ú  

lo dispuesto en los art culos 49 y siguientes del C digo Penal. í ó

VI.- Que se exime a la sentenciada del pago de las costas del 

juicio, seg n se estableci  en el considerando trig simo octavo de estaú ó é  

sentencia.”

Que dicha decisi n se adopt  con la prevenci n del ó ó ó Magistrado 

Leonel Torres Labb , estim  que en la especie se configur , adem s,é ó ó á  

de  la  omisi n  de  auxilio  de  la  v ctima,  el  incumplimiento  de  laó í  

obligaci n de dar cuenta personal del hecho a la autoridad policial.ó

De igual modo, la decisi n de condena respecto del cap tulo poró í  

el delito del art culo 195 inciso segundo de la Ley 18.290 del Tr nsitoí á  

fue adoptada con la disidencia del magistrado Jos  Ignacio Rau Atria,é  

quien estuvo por resolver la absoluci n de Nicole Andrea Princic P rezó é  

ante tal imputaci n, por las razones que se esgrimen en el fallo.ó

Contra dicho pronunciamiento la  abogada Paula Vial  Reynal, 

defensora privada,  actuando por la condenada, interpone recurso de 
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nulidad alegando tres causales  con car cter subsidiario  por vicios– á –  

distintos.

La causal principal invocada, que funda en el art culo 373 letraí  

a)  del  C digo  Procesal  Penal,  indica  que  se  materializa  en  eló  

pronunciamiento de la  sentencia mediante  la  cual  se conden  a suó  

representada, por cuanto en ella, como tambi n en el proceso que leé  

precedi ,  se  han infringido garant as  y  derechos  reconocidos  por laó í  

Constituci n y los tratados internacionales ratificados por Chile y queó  

se encuentran vigentes, en particular, la garant a al debido proceso, ení  

dos de sus manifestaciones.  Primero,  por existir  una infracci n a laó  

garant a constitucional de un proceso legalmente tramitado; y segundo,í  

por  existir  una  infracci n  a  la  garant a  constitucional  del  juezó í  

imparcial. 

La primera causal subsidiaria de nulidad, se basa en la infracci nó  

al deber de fundamentaci n y valoraci n de la prueba en conformidadó ó  

con las reglas de la sana cr tica, la que funda en el art culo 374 letra e)í í  

en relaci n al art culo 342 letra c) y art culo 297 del C digo Procesaló í í ó  

Penal.

La segunda causal subsidiaria de invalidaci n se sustenta en unaó  

err nea aplicaci n del derecho en el pronunciamiento de la sentencia,ó ó  

con influencia sustancial  en lo dispositivo del fallo,  que funda en el 

art culo 373 letra b) del C digo Procesal Penal en relaci n al art culoí ó ó í  

195 inciso segundo y tercero de la Ley 18.290.

A) SOBRE LA PRIMERA INFRACCI N A LA GARANT AÓ Í  

CONSTITUCIONAL  DEL  DEBIDO  PROCESO  (PROCESO 

LEGALMENTE  TRAMITADO):  A.1)  Sobre  el  debido  proceso  en 

general: El sentenciador infringi  el debido proceso consagrado en eló  

art culo 19 N  3 inciso 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí º º ó í ú  

que se ala: Toda sentencia de un rgano que ejerza jurisdicci n debeñ “ ó ó  

fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponder  alá  

legislador establecer siempre las garant as de un procedimiento y unaí  

investigaci n  racionales  y  justos.  El  debido  proceso  constituye  laó ”  
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garant a  fundamental  del  proceso  penal,  siendo la  fuente  de  variasí  

garant as que han de servir de base para un procedimiento justo y coní  

pleno respeto de las facultades y derechos fundamentales del imputado. 

Dicha  garant a  halla  su  fundamento  en  ciertos  requisitos  m nimosí í  

consagrados en los Tratados Internacionales firmados y ratificados por 

Chile, que se encuentran vigentes, todos los cuales se elevan a garant así  

constitucionales que todo proceso penal debe respetar, en virtud de lo 

que dispone el art culo 5  inciso 2  de la Constituci n Pol tica. í º º ó í

En la materia, las normas contenidas en tratados internacionales 

vigentes y ratificados que han sido infringidas por el Tribunal son las 

siguientes:  i.  Pacto Internacional  de los  Derechos Civiles  y Pol ticosí  

Art culo 14.1:  Todas  las  personas son iguales  ante los tribunales  yí “  

cortes  de  justicia.  Toda  persona  tendr  derecho  a  ser  o daá í  

p blicamente y con las debidas garant as por un tribunal competente,ú í  

independiente e imparcial.  ii. Convenci n Americana sobre Derechos” ó  

Humanos Art culo 8.1: Toda persona tiene derecho a ser o da con lasí “ í  

debidas  garant as  y  dentro  de  un  plazo  razonable,  por  un  juez  oí  

tribunal  competente,  independiente  e  imparcial.   Horvitz  y  L pez” ó  

indican que: El derecho al debido proceso puede ser definido como el“  

derecho que garantiza al ciudadano la realizaci n en el proceso de losó  

principios,  derechos  y  garant as  procesales  constitucionalizadas  Porí ”  

otro  lado,  Juan  Colombo  considera  que  la  importancia  del  debido 

proceso en el desarrollo del sistema procesal constitucional, lo coloca 

por sobre cualquier normativa legal que regule el procedimiento, y por 

lo tanto, como principio b sico, ser  v lido en todo el ordenamientoá á á  

procesal. Adem s, el mismo autor agrega que el debido proceso debeá  

examinarse  a  la  luz  de principios  de  general  aceptaci n,  los  cualesó  

permitir n  establecer  los  contenidos  que  le  son  inherentes,  comoá  

tambi n  sus  l mites,  atendiendo  siempre  para  ello,  a  la  especialé í  

naturaleza  del  conflicto  que  deba  decidirse  por  la  sentencia  que  le 

ponga t rmino. En consecuencia, no s lo se concibe al debido procesoé ó  

como un principio,  sino que a su vez,  este autor considera que su 
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examen  y  contenido  se  determina  seg n  principios  de  generalú  

aceptaci n, los cuales determinan el conjunto de garant as procesalesó í  

que debe aplicar la normativa constitucional y legal destinada a regular 

el proceso. Eduardo Couture, por su parte, hace una distinci n entreó  

un concepto sustancial y un concepto adjetivo del debido proceso. El 

concepto sustancial  se  refiere,  en sentido amplio,  a  la  garant a  queí  

surge de una elaboraci n regular y correcta de la ley, y en un sentidoó  

adjetivo a la garant a de que esa ley elaborada por el parlamento esí  

razonable, es justa y se halla dentro de los t rminos consagrados por laé  

Constituci n. ó

En este marco, en la tramitaci n del juicio y en la dictaci n de laó ó  

sentencia  se  ha  infringido  este  principio  y  garant a  procesal  de  lasí  

maneras que a continuaci n se describen. ó

A.2) Sobre los alcances de un proceso legalmente tramitado: El 

procedimiento es definido por Juan Colombo como el  conjunto de“  

normas anticipadas por las cuales se tramita el proceso. Son las reglas 

de la Litis procesal que obligan al juez, a las partes y  eventualmente-–  

a  los  terceros  que  intervienen  en  l.  Consagran  en  lo  esencial  lasé  

garant as del debido proceso; entre ellas, el postulado que exige queí  

tanto el tribunal como las partes conozcan con anticipaci n las reglasó  

que deber n observar en sus distintas fases de desarrollo. 3 En palabrasá ”  

del mismo autor, Es por ello y lo reitero, que nuestro constituyente“  

dispuso  que  toda  sentencia  debe  fundarse  en  un  proceso  previo  y 

legalmente  tramitado,  o  sea,  ajustado en su  desarrollo  a  la  ley  del 

procedimiento.  El  desajuste  entre  el  proceso  y  el  procedimiento 

autorizan su invalidaci n por la v a de la nulidad procesal.  En esteó í  

contexto, el procedimiento, no obstante ser esencialmente ordenatorio 

Litis, contiene en su perspectiva la consagraci n de la mayor parte deó  

las  garant as  que  configuran  el  debido  proceso  Por  otro  lado,  laí ”  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, en el art culo 19 N 3 expresaó í ú í °  

toda sentencia de un rgano que ejerce jurisdicci n debe fundarse en“ ó ó  

un proceso previo legalmente tramitado , con lo que ser  acorde a esta” á  
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garant a  constitucional  aquel  proceso  que  se  ajuste  de  maneraí  

irrestricta a las normas legales que le dan contenido y forma al mismo. 

Luego  de  citar  jurisprudencia  concluye  que,  tanto  para  la  Corte 

Suprema  como  para  el  Tribunal  Constitucional,  los  elementos  del 

debido proceso comprenden -en relaci n al fallo recurrido- en primeró  

lugar el derecho a defensa regido por el principio de bilateralidad de la 

audiencia, y en segundo lugar, la libre aportaci n y refutaci n de laó ó  

prueba conforme a la ley. 

A.3) Sobre la aportaci n de prueba, el examen y contraexamenó  

de testigos  y peritos:  Dice que la interrogaci n  de testigos  es  parteó  

integrante del debido proceso, siendo un aspecto b sico del derecho aá  

defensa,  consagrado  en  el  art culo  19  N  3,  inc.  2,  3  y  4  de  laí °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica. El art culo 14, ap. 3, letra e), deló í ú í  

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, se ala que duranteí ñ  

el proceso toda persona acusada de un delito tendr  derecho, en plenaá  

igualdad, a las siguientes garant as m nimas: e) A interrogar o hacerí í “  

interrogar  a  los  testigos  de  cargo .  Por  su  parte,  la  Convenci n” ó  

Americana de Derechos Humanos consagra en su art culo 8, ap. 2,í  

letra f), el derecho de la defensa a interrogar testigos presentes en el“  

tribunal . El c digo Procesal Penal, respecto de los interrogatorios de” ó  

testigos,  en  el  art culo  330  proh be  a  las  partes  que  hubierení í  

presentado a un testigo o perito realizar preguntas sugestivas durante el 

examen directo, las que, a contrario sensu, s  se permiten durante elí  

contra  examen.  Esta  norma fija  la  principal  diferencia entre  ambas 

instancias  de  interrogaci n  de  un  testigo  durante  el  juicio.  En  esteó  

sentido,  el  contrainterrogatorio  se  establece  expresamente  como  un 

derecho  de  la  parte  que  no  present  al  testigo,  permiti ndose  lasó é  

preguntas sugestivas,  lo que es compatible  con la contradicci n queó  

todo proceso penal requiere y que asegura que la prueba ingresada al 

juicio cumpla con un m nimo est ndar de confiabilidad. Por tanto, laí á  

principal diferencia entre el examen directo y el contra examen es que 

en este ltimo se pueden hacer preguntas sugestivas, prohibi ndose porú é  
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el art culo 330, durante el examen directo. A ade que esta prohibici ní ñ ó  

no es antojadiza, sino que se fundamenta en que el testigo interrogado 

favorece  la  teor a  del  caso  de  quien  lo  presenta,  por  lo  tanto,  deí  

permitirse el interrogatorio en forma sugestiva el abogado terminar aí  

declarando  por  el  testigo,  lo  que  desnaturaliza  el  proceso  penal,  y 

colisiona  directamente  con  los  principios  de  contradicci n  eó  

inmediaci n.  As ,  ante  el  peligro  inminente  de  que  el  testigo  seaó í  

amigable  para la  parte que lo presenta y acepte afirmaciones del“ ”  

abogado que lo interroga a pesar de que los hechos no hayan sucedido 

de esa forma, se contamina la evidencia que ingresa al juicio. Por otro 

lado, durante el contrainterrogatorio, el mismo art culo 330 s  permiteí í  

expresamente  la  formulaci n  de  preguntas  sugestivas,  precisamenteó  

bajo la misma l gica antes descrita, es decir, partiendo de la base deó  

que  el  testigo  ser  hostil  con  el  abogado  que  lo  contrainterroga,á  

pudiendo negar o tergiversar hechos en conveniencia de la teor a delí  

caso contraria.  El contraexamen es la piedra angular de un sistema 

contradictorio, ya que es la herramienta que ha creado la litigaci nó  

oral para confrontar y verificar la veracidad de lo declarado por los 

testigos de la parte contraria, y que permite a los jueces formarse su 

convicci n  en  base  a  lo  percibido  durante  dicha  confrontaci n  deó ó  

posturas, testimonios y teor as del caso en la audiencia de juicio. í

A.4) Sobre la concreta infracci n de la garant a constitucional aló í  

debido proceso y la preparaci n del presente recurso: En base a lasó  

anteriores  consideraciones,  indica  que  formul  una  incidencia  deó  

nulidad  durante  la  tramitaci n  del  juicio  oral,  por  infracci n  a  lasó ó  

normas del debido proceso, al permitirse una pr ctica espuria por parteá  

de los abogados querellantes, quienes, no respetando las normas legales 

de los interrogatorios y contrainterrogatorios, y por tanto infringiendo 

lo se alado en el art culo 330 del C digo Procesal Penal, renunciaronñ í ó  

durante toda la tramitaci n del juicio, y justo en el momento antes deó  

iniciar los interrogatorios, a sus testigos de cargo, para efectos de poder 

contrainterrogarlos,  efectuando  preguntas  sugestivas,  tendientes  a 
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introducir informaci n al juicio no incorporada por los mismos testigos.ó  

Esta pr ctica fue permitida por el tribunal durante toda la tramitaci ná ó  

del  juicio,  habiendo  los  querellantes  contrainterrogado  a  todos  los 

testigos presentados como prueba en su acusaci n particular. Esto esó  

a n m s relevante, y contrario a derecho, si consideramos que respectoú á  

del delito previsto y sancionado por el art culo 195 inciso 3  de la Leyí º  

N  18.290, los querellantes fueron los nicos acusadores, y m s a nº ú á ú  

forzaron la acusaci n respecto de este il cito. Por tanto, a pesar de queó í  

la mayor a de los testigos presentados en las acusaciones particularesí  

por  los  querellantes  eran  compartidos  con  el  Ministerio  P blico,ú  

respecto de este delito en espec fico, y por tanto respecto a todo lo queí  

declararan sobre el mismo, estos testigos eran nicamente de cargo deú  

los querellantes, siendo los nicos testigos de cargo. De esta manera, elú  

que los mismos querellantes renuncien a estos los pone en una posici nó  

tan  absurda como ser a  que el  Ministerio  P blico  renunciara  a  susí ú  

testigos  para  poder  contra  examinarlos,  lo  que  es  completamente 

contrario a derecho e infringe evidentemente el debido proceso del art. 

19 N  3 de la Constituci n Pol tica, el art. 5 inciso 2  de la misma° ó í °  

Carta fundamental,  en relaci n al  art.  8.2 f)  del Pacto San Jos  deó é  

Costa Rica y al art. 14.3 e) del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Pol ticos, todos estos en vinculaci n con el tenor literal del art culoí ó í  

330  del  C digo  Procesal  Penal.  Mediante  esta  mala  pr ctica  losó á  

querellantes,  durante  todo  el  juicio  introdujeron  informaci n  a  esteó  

mediante preguntas sugestivas,  que no ten an otro fin que burlar elí  

debido proceso. Incluso en sus interrogatorios a testigos que declaraban 

s lo sobre el delito de no prestar ayuda que fuese posible a la v ctima,ó í  

respecto del cual -insisto- eran los nicos acusadores, formularon lasú  

preguntas  de  manera  manifiestamente  sugestiva,  introduciendo 

informaci n, que de lo contrario, jam s hubiese ingresado al juicio, nió á  

hubiese  llegado  a  conocimiento  del  tribunal.  M s  a n,  siendo  queá ú  

hab an previamente renunciado a esos testigos, no debieron ni siquieraí  

haberlos  interrogado respecto de este delito,  ya que eran los  nicosú  

N
X

X
X

X
X

JC
Q

E
V



acusadores  que  llevaban  testigos  de  cargo  respecto  del  mismo,  no 

debiendo haberse incorporado ninguna parte de la informaci n que seó  

introdujo respecto del delito de no prestar ayuda que fuese posible a la 

v ctima. í

Agrega  en  este  punto,  que  durante  la  tramitaci n  del  juicio,ó  

espec ficamente durante el segundo d a de ste, formul  una incidenciaí í é ó  

de nulidad, prepar ndose por tanto el presente recurso de nulidad porá  

la causal invocada, transcribiendo el incidente.

A.5) PERJUICIO Y SU INFLUENCIA EN LO DISPOSITIVO 

DEL FALLO: Se ala que es evidente la existencia de perjuicio para suñ  

parte  por  la  infracci n  a  las  normas  del  debido  proceso  yó  

principalmente en lo relativo a la tramitaci n legal de este. La parteó  

querellante, como nica acusadora del delito de no prestar ayuda queú  

fuese posible a la v ctima (art. 195 inciso 3  Ley de Tr nsito), renuncií ° á ó 

a  todos  sus  testigos  de  cargo,  con  el  objeto  de  llevar  a  cabo  una 

pr ctica  procesal  vedada  por  el  legislador,  consistente  ená  

contrainterrogar  a  sus  propios  testigos,  con  lo  que  se  introdujo 

informaci n  en  el  juicio  que  de  manera  contraria  no  se  habr aó í  

introducido jam s. El haber renunciado a sus testigos de cargo debieseá  

haber impedido per se que se interrogara a dichos testigos sobre el 

delito contemplado en el art culo 195 inciso 3  de la Ley de Tr nsito,í ° á  

lo  que  en  definitiva  habr a  impedido  la  introducci n  de  toda  laí ó  

informaci n relativa a este delito, y por supuesto, la condena por eló  

mismo,  lo  que  evidencia  la  sustancialidad  del  vicio.  En  el  fallo  se 

recogen las declaraciones de una serie de testigos, que confirman la 

versi n de la madre de la v ctima, lo que se utiliza como fundamentoó í  

para condenar (p. 148 del fallo) por el delito del 195 inciso 3  de la°  

Ley de Tr nsito.á

PETICI N CONCRETA: Al haber  incurrido el  proceso y elÓ  

fallo  condenatorio  en  un  agravio  que  influye  sustancialmente  en  lo 

dispositivo del  fallo  como consecuencia de los vicios antes  descritos, 

esto s lo puede repararse con la anulaci n del fallo orden ndose unó ó á  
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nuevo  juzgamiento.  En  ese  sentido,  la  petici n  concreta  de  estaó  

recurrente es que se acoja la causal de nulidad en este punto, en virtud 

de lo antes expuesto, invalidando la sentencia pronunciada y disponga 

la remisi n de los autos al Tribunal no inhabilitado que corresponda,ó  

para la realizaci n de un nuevo juicio oral que se ejecute con plenoó  

respeto de la garant a del debido proceso. í

B. SOBRE LA SEGUNDA INFRACCI N A LA GARANT AÓ Í  

CONSTITUCIONAL  DEL  DEBIDO  PROCESO  (DERECHO  A 

SER JUZGADO POR UN JUEZ IMPARCIAL): 

B.1)  SOBRE  LA  GARANT A  AL  JUEZ  IMPARCIAL,  ENÍ  

GENERAL.  Indica  que  este  derecho  se  encuentra  expresamente 

reconocido en los tratados internacionales ratificados por Chile y que 

se  encuentran  vigentes,  como  tambi n  en  nuestro  ordenamientoé  

positivo en el art culo 1  del C digo Procesal Penal. En relaci n con elí º ó ó  

derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial se ha entendido que, 

dentro de un sistema procesal acusatorio, y tal como ha se alado lañ  

Corte  Interamericana,  esta  garant a  implica  que  las  instancias  que“ í  

conozcan  cualquier  clase  de  proceso  no  deben  tener  opiniones 

anticipadas sobre la forma en que los conducir n, el resultado de losá  

mismos, compromisos con algunas de las partes, etc. Asimismo, esta 

garant a obliga al magistrado a no dejarse influenciar por el contenidoí  

de  las  noticias  o  reacciones  del  p blico  sobre  sus  actuaciones,  porú  

informaci n  diferente  a  la  que  aparece  en  el  proceso,  ni  poró  

influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas de 

cualquier  sector  (sentencia  30  de  mayo  del  1999).  Todo  esto  en”  

sinton a con los ya mencionados arts. 14 N  2 y 3 b) y e) del Pactoí °  

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, del art. 8 N  2 c) y f) deí °  

la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  y  adem s  de  loó á  

dispuesto por el art. 10 a) de la Declaraci n Universal de Derechosó  

Humanos, que dispone Toda persona tiene derecho, en condiciones“  

de  plena  igualdad,  a  ser  o da  p blicamente  y  con  justicia  por  uní ú  

tribunal  independiente  e  imparcial,  para  la  determinaci n  de  susó  
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derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusaci n enó  

materia penal , en relaci n con el art. 5 inciso 2  de la Constituci n” ó ° ó  

Pol tica, y los arts. 6 y 7 de la misma. Cabe se alar, adem s, que de laí ñ á  

lectura  sistem tica  del  C digo  Procesal  Penal  se  entiende  que  losá ó  

rganos jurisdiccionales, l ase Juez de Garant a y Tribunal de juicioó é í  

Oral  en  lo  Penal,  carecen  de  iniciativa  probatoria,  tal  como lo  ha 

sostenido la Excma. Corte Suprema desde los albores de la reforma 

procesal  penal.  Debemos  recalcar,  entonces,  que  las  actuaciones  de 

oficio est n prohibidas o estrictamente limitadas para el tribunal. Ello,á  

por lo  dem s,  se condice con lo  preceptuado en el  art culo 10 delá í  

C digo Org nico de Tribunales, que establece el principio formativoó á  

del  procedimiento  y  la  base  del  ejercicio  de  la  jurisdicci n  de  laó  

pasividad de los  tribunales  de justicia,  en cuanto los  tribunales  no“  

podr n ejercer su ministerio sino a petici n de parte, salvo los casos ená ó  

que la ley los faculte para proceder de oficio . Esto qued  consagrado” ó  

como principio fundante de la reforma procesal penal, estableci ndoseé  

un sistema de justicia penal de corte adversarial en desmedro de uno 

de corte inquisitivo, lo que signific  para el  rgano jurisdiccional laó ó  

exclusi n  de toda  actividad investigativa,  y  de  toda recopilaci n  deó ó  

evidencias y producci n de prueba. As  lo se ala el texto expreso deló í ñ  

art. 291 del C digo Procesal Penal, al expresar que la prueba s lo esó ó  

aportada por las partes y siempre en forma oral. De esta manera, se 

busc  garantizar  la  imparcialidad  del  juzgador  y  se  reafirm  laó ó  

igualdad de las partes, obligaciones jurisdiccionales esenciales para un 

Estado  de  Derecho.  Refiere  jurisprudencia  de  la  Excma.  Corte 

Suprema en Rol N 47605-16.°

B.2)  SOBRE  LA  IMPARCIALIDAD  DE  LOS  JUECES 

ORALES EN LO PENAL, EN PARTICULAR. Ahora bien, respecto 

a las atribuciones de los Jueces Orales en lo Penal en espec fico, elí  

exceso  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  constituye  tambi n  unaé  

vulneraci n a la garant a constitucional de ser juzgado por un juezó í  

imparcial.  As  lo  ha  entendido la  Corte  Suprema en  Rol  8644-14,í  
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respecto  al  abuso  de  la  facultad  de  realizar  preguntas  aclaratorias 

durante la tramitaci n del juicio, con el objeto de introducir en estaó  

informaci n que de otra forma no se habr a introducido, revelandoó í  

una evidente parcialidad,  que es  ajena a la  debida neutralidad  que 

impone el C digo Procesal Penal a los tribunales penales, los que seó  

ven impedidos de producir e incorporar prueba en el juicio. Refiere 

adem s la sentencia rol 47605-2016 del mismo tribunal. á

La imparcialidad del juzgador implica que ste debe tener unaé  

posici n  equidistante  frente  al  conflicto  jurisdiccional  y  no  ejerceró  

labores  de subsidio  procesal  en  favor  de  una de las  partes,  lo  que 

acontece  en  el  caso  concreto  puesto  que  beneficia  la  posici n  deló  

ministerio p blico cuando efect a preguntas que se refieren a hechosú ú  

no incorporados en el debate. En similar sentido, indica el fallo Rol 

913-2018.

B.3)  LA  INFRACCI N  ESPEC FICA  A  LA  GARANT AÓ Í Í  

CONSTITUCIONAL A UN JUEZ IMPARCIAL QUE ES OBJETO 

DEL RECURSO DE NULIDAD: En el presente caso, durante toda la 

tramitaci n  del  juicio  los  jueces  designados,  excedi ndose  de  susó é  

facultades  en  cuanto  a  aclarar  los  dichos  de  testigos,  dirigieron 

preguntas directas a testigos y peritos, introduciendo informaci n nuevaó  

al juicio, la cual no hubiese ingresado si no hubiese sido de esta forma, 

mostrando una evidente parcialidad en su actuar, y el hecho de estar 

influenciados  por  el  conocimiento  previo  que  ten an  de  la  causa,í  

mostrando una evidente postura desde el comienzo del juicio. 

Cabe  mencionar  que  la  causa  en  comento  fue  una  causa 

pol mica, con mucha aparici n en los medios, tanto de comunicaci né ó ó  

como redes sociales, existiendo una extensa campa a en contra de miñ  

representada,  donde  se  la  se al  como  asesina  en  innumerablesñ ó  

oportunidades antes de realizarse un juicio justo. Agrega que esto sin 

lugar a duda lleg  al conocimiento de los jueces, principalmente deló  

magistrado  Torres  desde  el  comienzo  mostr  una  postura  parcial,ó  

convencido  de  una  versi n  a n  antes  de  escuchar  las  pruebas  deó ú  
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descargo de esta parte. Hace referencia a partes de audios donde ello 

se evidenciar a.í

B.4) PERJUICIO Y SU INFLUENCIA EN LO DISPOSITIVO 

DEL FALLO: Expresa que en lo se alado es evidente el perjuicio queñ  

se  gener  para  esta  parte,  incorpor ndose  por  los  magistradosó á  

informaci n relevante que fue luego considerada para condenar por eló  

cuasidelito de homicidio. Mediante las preguntas abusivas y contrarias 

a derecho de los magistrados, se incorpor  la idea de que, en primeró  

lugar,  se  exig a  un  cuidado  y  atenci n  mayor  al  conducir  por  lasí ó  

caracter sticas del veh culo, cuidado que ni la ley exige pero que mií í  

representada no habr a empleado, y en segundo lugar, de que el menorí  

habr a quedado a una distancia de 1,6 metros de la calzada, elementoí  

que comprobar a que habr a efectuado un viraje cerrado, en contra delí í  

sentido  del  tr nsito.  Ambos  elementos  fueron  incorporados  por  losá  

jueces,  y  luego  valorados  por  los  mismos  para  fundar  en  ellos  sus 

decisiones  condenatorias,  lo  que  vulnera  tambi n  el  debido procesoé  

legal en este punto, en su faceta del derecho de toda persona a un juez 

imparcial. Estos dos elementos son los que configuran en definitiva el 

cuasidelito de homicidio por el cual fue condenada su representada. El 

vicio se alado en este punto consiste en la falta de imparcialidad delñ  

tribunal, manifestada por medio de preguntas directas, generadoras de 

prueba, sugestivas, y fuera del campo leg timo de actuaci n, realizadasí ó  

por los jueces a los testigos, las que no constaron en resoluci n alguna,ó  

ni son susceptibles de reclamo durante el proceso. En efecto, el art culoí  

330 permite las objeciones s lo respecto a las partes , y no respecto aló “ ”  

tribunal,  dejando a la defensa sin ninguna v a procesal  id nea paraí ó  

reclamar del vicio aqu  se alado, lo que explica que no se requieraí ñ  

preparaci n del recurso respecto a esta causal, por directa aplicaci nó ó  

del inciso 2  del art. 377. °

PETICI N CONCRETA: Al haber  incurrido el  proceso y elÓ  

fallo  condenatorio  en  un  agravio  que  influye  sustancialmente  en  lo 

dispositivo del  fallo  como consecuencia de los vicios antes  descritos, 

N
X

X
X

X
X

JC
Q

E
V



esto s lo puede repararse con la anulaci n del fallo orden ndose unó ó á  

nuevo juzgamiento, y disponga la remisi n de los autos al Tribunal noó  

inhabilitado que corresponda, para la realizaci n de un nuevo juicioó  

oral con pleno resguardo de la garant a del debido proceso.í

PRIMERA  CAUSAL  SUBSIDIARIA  DE  NULIDAD: 

INFRACCI N  AL  DEBER  DE  FUNDAMENTACI N  YÓ Ó  

VALORACI N DE LA PRUEBA EN CONFORMIDAD CON LASÓ  

REGLAS DE LA SANA CR TICA (ART. 374 E) EN RELACI NÍ Ó  

AL ART. 342 C) Y ART. 297 DEL CPP). 

A) RESPECTO A LA CAUSAL DE NULIDAD ALEGADA: 

La  infracci n  que  funda  la  interposici n  en  este  punto  es  a  laó ó  

mencionada  letra  c)  del  art.  342  que  exige  a  la  sentencia  La“  

exposici n  clara,  l gica  y  completa  de  cada  uno  de  los  hechos  yó ó  

circunstancias que se dieren por probados,  fueren ellos  favorables  o 

desfavorables al acusado, y de la valoraci n de los medios de pruebaó  

que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en 

el art culo 297 . Dicho art. 297, por su parte, se ala: Los tribunalesí ” ñ “  

apreciar n  la  prueba  con  libertad,  pero  no  podr n  contradecir  losá á  

principios  de  la  l gica,  las  m ximas  de  la  experiencia  y  losó á  

conocimientos  cient ficamente  afianzados.  El  tribunal  deber  hacerseí á  

cargo en su fundamentaci n de toda la prueba producida, incluso deó  

aquella que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que 

hubiere tenido en cuenta para hacerlo. La valoraci n de la prueba enó  

la sentencia requerir  el se alamiento del o de los medios de pruebaá ñ  

mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos y 

circunstancias que se dieren por probados. Esta fundamentaci n deberó á 

permitir la reproducci n del razonamiento utilizado para alcanzar lasó  

conclusiones a que llegare la sentencia . ”

B)  EL  TRIBUNAL  NO  CUMPLE  CON  LA  CARGA 

LEGALMENTE IMPUESTA DE EXPLICITAR Y FUNDAR LAS 

RAZONES  POR  LAS  CUALES  ACOGE  ALGUNOS  Y 
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DESCARTA OTROS MEDIOS PROBATORIOS RENDIDOS EN 

LA AUDIENCIA DE JUICIO.

Sostiene  que  tal  como  ha  planteado  la  doctrina  nacional,  la 

motivaci n de la sentencia debe servir  como una justificaci n de laó ó  

decisi n  sobre  bases  eminentemente  racionales,  y  bajo  una  revisi nó ó  

reflexiva sana, que implica que los jueces est n facultados para otorgará  

a los diversos medios de prueba un valor diferente en aplicaci n de lasó  

mencionadas reglas de la l gica, las m ximas de la experiencia, y losó á  

conocimientos  cient ficamente afianzados.  As ,  en ning n caso dichoí í ú  

sistema de valoraci n  de la prueba puede suponer un sometimientoó  

ntegro  a  la  subjetividad  o  convencimiento  puramente  interno  delí  

tribunal, sino que exige una espec fica y racional valoraci n respecto deí ó  

la corroboraci n de cada hip tesis f ctica planteada en el caso, con eló ó á  

objeto  de  que  resulte  entendible  la  aceptaci n  o  rechazo  de  laó  

pretensi n punitiva ejercida por el Estado, lo que l gicamente adquiereó ó  

a n mayor relevancia en casos de condena.ú

Agrega que se erige como eje rector de la fundamentaci n, eló  

principio  de  raz n  suficiente,  como  regla  de  la  l gica,  el  que  seó ó  

contraviene cuando no se justifica que los datos percibidos y tenidos“  

por relevantes tienen entidad suficiente para fundamentar un juicio de 

fiabilidad  o  su  contrario;  o  si  los  datos  admiten  m s  de  unaá  

interpretaci n  y  no se  justifica  por  qu  se  emplea  un  determinadoó é  

criterio inferencial en lugar de otro alternativo tambi n plausible . Ené ”  

lo que al caso respecta, el tribunal efect a un conjunto de conclusionesú  

antojadizas, basada en meras especulaciones pseudocient ficas vertidasí  

en juicio, que confirman su decisi n previa de condenar, decidiendoó  

ignorar  los  m ltiples  defectos,  dudas  y omisiones  de las  pruebas  deú  

cargo que le sirven de sustento, sin fundamentar las razones que le 

llevan a descartar las hip tesis alternativas manifestadas por la defensa,ó  

que  llevaban  indefectiblemente  a  la  absoluci n  de  Nicole  Princic.ó  

Particularmente graves son las falencias argumentativas y probatorias 
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que detalla haciendo un an lisis de determinados medios probatoriosá  

de los que extrae elementos a su postura. 

A ade luego, que el tribunal da un valor muy calificado a lañ  

prueba testimonial, especialmente respecto de testigos que en ning nú  

momento  presenciaron  los  hechos,  atribuyendo  a  sus  declaraciones 

consecuencias m s favorables a la tesis acusadora de las que podr aná í  

razonablemente tener, en desmedro de la evidencia en contrario. Esto 

es particularmente relevante respecto de dos puntos de prueba que son 

tenidos por acreditados por el tribunal: i. Ni os jugando en la calle: Elñ  

tribunal confunde dos hechos, uno indiscutido con uno manifiestamente 

discutible y no probado en la especie por los acusadores. As , el an lisisí á  

de los testimonios antes descritos demuestra que el tribunal efect a unú  

injustificado salto argumentativo desde el indiscutible hecho -probado- 

de que los ni os del barrio jugaban habitualmente en la calle, hacia elñ  

hecho -no probado- de que en ese preciso minuto de los hechos, los 

mismos se encontraban en la calle jugando, siendo posible para Nicole 

prever que se encontraban ah . Cita fragmentos de testimonios de loí  

que  infiere  afectaci n  al  principio  de  la  l gica  (en  cuanto  a  la  noó ó  

contradicci n y la raz n suficiente), y se contradicen manifiestamenteó ó  

los conocimientos cient ficamente afianzados, pues se plantean (y tienení  

por  probadas)  hip tesis  no  comprobadas,  contradictorias  entre  s  yó í  

contrarias a la f sica y a la evidencia tanatol gica existente. M s all  deí ó á á  

lo anterior, la esencia de la din mica acogida por el tribunal suponeá  

que se encuentra acreditado que una vez ca do el menor bajo el eje delí  

auto,  la  parte  inferior  del  veh culo  lo  habr a  golpeado  porí í  

aplastamiento en el cr neo en un vaiv n, de tal manera que le produjoá é  

las  lesiones  que  causaron  su  muerte.  Ello  requiere,  l gicamente,ó  

acreditar m s all  de toda duda razonable que dicha circunstancia seá á  

verific  en la especie, lo que recae sobre los acusadores.  Pues bien,ó  

durante el juicio, los peritos de cargo manifestaron esta opini n, peroó  

en ning n momento midieron la altura baja del auto, ni midieron laú  

circunferencia  del  cr neo  del  menor,  ni  tampoco  establecieron  laá  
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posici n en que este se encontraba para volver plausible la hip tesis.ó ó  

Lo que los peritos se alan, y que el tribunal acoge sin m s, es que enñ á  

base a ciertas posturas del cuerpo (no comprobadas ni especificadas), y 

en base a ciertas posiciones de la cabeza (no comprobadas), era posible, 

que una protuberancia (no medida ni constatada) de la parte baja del 

auto  (jam s  medida  para  realizar  la  pericia),  pudiera  generar  lasá  

lesiones existentes, lo que, seg n se refiere, queda de manifiesto en lasú  

declaraciones que cita.  tribunal parece indicar que la valoraci n de laó  

prueba lo lleva a entender incumplido un deber extra-normativo, como 

ser a el dar aviso a los presentes de los hechos ocurridos, lo que seí  

vincular a  con el  deber  de  auxilio.  As ,  efect a  un largo  desarrolloí í ú  

respecto al pac fico hecho de que Nicole, en los escasos minutos queí  

duraron los hechos, no comunic  a Daniela Hagendorn que Joaqu nó í  

no se hab a ca do, sino que hab a sido atropellado. Lo cierto es queí í í  

ninguna de las personas presentes indic  dicha informaci n a Danielaó ó  

Hagendorn, pues era a todas luces innecesario -desde la perspectiva de 

quienes  se encontraban en el  lugar-  expresar  que se trataba de un 

accidente. En ese sentido, la hip tesis de que Joaqu n se hab a ca do ,ó í í “ í ”  

era s lo conocida por la madre del ni o, en base al comentario de otraó ñ  

ni a de 6 a os presente en el lugar. As , si Nicole no comunic  a lañ ñ í ó  

madre de Joaqu n lo ocurrido, ello es s lo y nicamente porque todoí ó ú  

transcurri  en breves minutos, en el contexto de un shock generalizado,ó  

y -tal como fluye de la prueba- porque la hip tesis de la ca da no llegó í ó 

a conocimiento de Nicole, quien asumi  que la raz n de las lesiones noó ó  

era  discutida,  dado el  contexto que era apreciable  por los  sentidos. 

Todos esos antecedentes fluyen de la prueba rendida, pero no fueron 

analizados  por  el  tribunal,  el  que impuso sin  m s  sobre Nicole  uná  

deber adicional y ajeno a la norma. Luego de ello, el tribunal se avoca 

a dilucidar si es que la defensa pudo probar la existencia de sangre en 

alguna parte del cuerpo o ropa de Nicole Princic, como si el deber de 

auxilio se redujera a ello, radicando en la defensa el deber de probar 

dicha  circunstancia,  pero  sin  hacer  alusi n  al  deber  del  Ministerioó  
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P blico de desvirtuar las m ltiples pruebas que situaban a Nicole enú ú  

franco  auxilio  del  menor  desde  el  instante  del  accidente.  De  esa 

manera, el tribunal concluye que no hay evidencia biol gica que d“ ó é 

cuenta  de  un  posible  contacto  personal  de  la  imputada  y  el  ni oñ  

JOAQU N o al menos cercan a a la escena de los hechos, seg n losÍ í ú  

testimonios  que  son  contundentes  en  sentido  contrario  El  tribunal”  

descarta que haya existido un estado de shock y que exista un estado 

psicol gico que le haya impedido actuar. En base a ello, asevera queó  

se estima por este tribunal que hay elementos m s que suficientes para“ á  

estimar configurada la inacci n frente a un deber de auxilio, resultandoó  

insuficientes, inid neos e injustificadas las alegaciones de la defensa enó  

este punto .”

En cuanto a la valoraci n de la prueba respecto al delito del art.ó  

195 inciso 3  de la Ley 18.290 hace referencia al voto disidente, en que°  

la imposici n de tales deberes no puede ser puramente formal. Todos“ ó  

ellos,  y  no  solo  en  un  caso  como  el  de  este  juicio  oral,  deben 

entenderse  utilitarios  a  una  finalidad  concreta,  y  por  eso,  es 

imprescindible hacer la consideraci n acerca de la finalidad funcionaló  

de estos ,  y agrega que Naturalmente el  auxilio o socorro debe ir” “  

destinado a aminorar  los  efectos  del  accidente  en el  que sufri  susó  

consecuencias  y  no otro tipo de ayuda a terceros,  como es  posible 

colegir del sentido de la norma. Y, parece insoslayable concluir, como 

lo hace el autor que, la ayuda posible de prestar es muy distinta, si“  

estas  implican  lesiones  corporales  de  menor  entidad  o  si,  por  el 

contrario, comportan un peligro de da o mayor para la salud o inclusoñ  

para la vida de la v ctima , porque es humana y f sicamente imposibleí ” í  

hacerlo  ni  menos  exigirlo,  si  las  consecuencias  de  la  conducci n,ó  

descuidada,  como  ya  declaramos  en  el  fallo  por  unanimidad  de 

condena por el cuasidelito de homicidio, se traducen en la indeseada 

muerte  casi  inmediata.  Manifiesta   que  el  disidente  sostiene  que”  

conforme a la prueba de cargo, concretamente a la de tipo cient fica“ í  

proveniente  de  la  declaraci n  de  la  tanat loga  Nubia  Riquelmeó ó  
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Zornov,  por  el  alto  nivel  de  da o  f sico  en  el  ni o,  que  resultñ í ñ ó 

politraumatizado con TEC abierto grave, y con una fractura craneal de 

tipo mortal  ( )qued  tendido en el  pavimento pr cticamente en el… ó á  

mismo lugar donde fue atropellado, y que seg n la experta s lo alcanzú ó ó 

a  respirar  pocos  segundos,  siendo  su  muerte  -lamentablemente- 

inevitable,  y  completamente  infructuoso,  consecuencialmente,  su 

traslado  a  cualquier  centro  asistencial,  de  lo  que  se  sigue 

irredarguiblemente que ninguna ayuda era posible , por lo que no se” “  

puede prestar ayuda cuando esta es in til y claramente lo es cuando laú  

muerte  de  alguien  se  produce  casi  inmediatamente  despu s  delé  

accidente mismo. Esa imposibilidad factual no puede cargar en contra 

del  acusado  Contin a  efectuando  un  an lisis  de  las  probanzas” ú á  

indicando que el  tribunal  valora  positivamente  la  prueba  de  cargo, 

pero  reduce  y  omite  la  prueba  de  la  defensa  que  acredita  el 

cumplimiento  ntegro  de  los  deberes:  el  tribunal  se ala  que  elí ñ  

incumplimiento al deber de auxilio se apreciar a en los testimonios deí  

quienes  arribaron  luego  de  ocurridos  los  hechos,  es  decir,  Daniela 

Vergara y Daniela Hagendorn, y que estos s lo estar an contradichosó í  

por el testimonio de Valentina Delgado, quien ser a amiga cercana deí  

la acusada. Dice que lo cierto es, sin embargo, que existen m ltiplesú  

antecedentes  probatorios  rendidos  en  juicio  que  acreditan  que  se 

ejerci  activamente  ese  deber  de  ayuda  posible  dentro  de  lasó  

circunstancias,  y  en  el  marco  temporal  de  5  minutos  en  que  todo 

ocurri , lo que no es recogido por la fundamentaci n del tribunal. Eló ó  

tribunal interpreta el hecho de que Nicole llamara a su madre para 

conseguir  ayuda  m dica  para  Joaqu n,  como un hecho que impideé í  

configurar  el  deber  de  auxilio,  en  circunstancias  que  claramente 

constituye una manifestaci n  del  cumplimiento de dicho deber.  Taló  

como fue mencionado, el Tribunal valora unilateral y negativamente el 

hecho  de  que  Nicole,  tan  pronto  como  tuvo  acceso  a  su  tel fonoé  

celular,  llam  a  su  madre  (m dico),  para  comunicarle  lo  ocurrido,ó é  

se al ndole que Joaqu n ya iba camino a la cl nica, y solicitando queñ á í í  
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hiciera  lo  que  estuviera  en  sus  manos  para  que  en  ese  lugar  le 

prestaran toda la ayuda necesaria y posible. De manera contraria a la 

l gica y a las m ximas de la experiencia, el tribunal se ala que elloó á ñ  

demuestra  que  Nicole  Princic  pod a  actuar  racionalmente.  Pero  loí  

cierto es que, si el propio tribunal define el deber de auxilio como la 

obligaci n de hacer lo posible para aminorar las consecuencias lesivasó  

del  accidente,  entonces  dicho  llamado  directamente  encaminado  a 

lograr  una  mejor  atenci n  m dica  de  Joaqu n  no  es  sino  unaó é í  

manifestaci n tangible del cumplimiento de dicho deber ya sea que seó  

enmarque  o  no  dentro  de  un  conjunto  de  decisiones  racionales  o 

realizadas bajo un estado de shock. As , el tribunal interpreta en contraí  

de la acusada un hecho probado que le es manifiestamente favorable, 

sin argumentar adecuadamente por qu  ser a valorado a favor de laé í  

condena,  lo  que  contraviene  nuevamente  el  principio  de  raz nó  

suficiente, el deber de fundamentaci n de las sentencias, y las reglas deó  

valoraci n de la prueba del art. 297 del C digo Procesal Penal.ó ó

Expresa que el tribunal valora la prueba en este punto de un 

modo contrario a las reglas de la l gica, las m ximas de la experienciaó á  

y los conocimientos cient ficamente afianzados, pues exige acreditar laí  

concurrencia  de  una  ayuda  imposible.  Por  ltimo,  se  infringen  lasú  

normas  antes  enunciadas  en  la  valoraci n  de  la  prueba,  pues  eló  

tribunal exige a la defensa acreditar la ejecuci n, por mano propia, deó  

una ayuda imposible de cumplir, en el contexto de una emergencia en 

que dicha ayuda ya estaba siendo prestada, lo que es un hecho pac ficoí  

de la causa, radicando -m s bien- el fundamento de la condena, en elá  

establecimiento de un deber extra-normativo, no previsto en el art. 195 

ni en el art. 176 de la Ley de Tr nsito, por lo que se afecta el principioá  

de  raz n  suficiente  antes  enunciado,  al  no  existir  una  vinculaci nó ó  

plausible  entre la  valoraci n  efectuada y la  resoluci n  condenatoria,ó ó  

debiendo el tribunal indefectiblemente haber arribado a una sentencia 

absolutoria. En primer lugar, lo anterior se aprecia con claridad en la 

prueba tanatol gica  rendida en juicio,  tal  como lo explicita  el  votoó  
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disidente del juez presidente Sr. Rau. En efecto, durante la rendici nó  

de prueba, la perito del SML Nubia Riquelme se al , consultada sobreñ ó  

la incidencia del traslado del menor en el autom vil: a mi juicio, poró “  

lo que yo vi en las lesiones del ni o y en sus pulmones el ni o alcanzñ ñ ó 

a respirar unas pocas veces, unos pocos segundos antes de caer en paro 

cardiorrespiratorio, por lo que, aunque le hubieren hecho reanimaci nó  

en el  lugar,  yo creo que la muerte era inevitable .  Esto,  desde ya,”  

permite cuestionar la l gica y el ajuste del razonamiento y valoraci nó ó  

del tribunal a los conocimientos cient ficamente afianzados, pues si esí  

que el menor muri  a los pocos segundos del impacto, entonces noó  

cab a ayuda posible, y el hecho de que Nicole comunicara o dejara deí  

comunicar las circunstancias del choque a la madre de Joaqu n no tuvoí  

ni  pod a  tener  incidencia  alguna  en  el  resultado,  volviendoí  

-lamentablemente- irrelevante la forma en que se efectu  el traslado asó í 

como las maniobras de reanimaci n en la urgencia de la cl nica, puesó í  

-tal como se ala el disidente-, ninguna ayuda era posible en relaci n alñ ó  

tenor  literal  del  art.  176  de  la  ley  18.290.  Pero  aun  cuando 

consider semos, como hace el tribunal, que se deb a prestar un auxilio,á í  

independiente de que el menor no haya sobrevivido m s all  de unosá á  

pocos  segundos  luego  del  impacto,  lo  cierto  es  que  de  la  prueba 

rendida en juicio se aprecia con claridad que dicha ayuda se prest ,ó  

tanto  por  Nicole  como  por  vecinos/as  que  desde  el  instante  del 

accidente  lo  socorrieron,  se  acercaron  a  l,  lo  voltearon  para  queé  

botara sangre, llamaron a las autoridades, a la madre del menor, y en 

escasos minutos desde el impacto, lo trasladaron al centro asistencial. 

Dicha secuencia de actos es precisamente aquello  que la  norma de 

tr nsito busca que se cumpla, y ello se encuentra plenamente cumplidoá  

y acreditado, en base a los registros de llamadas, a los testimonios de 

H ctor  Fern ndez,  Mar a  Ulloa,  Daniela  Vergara  y  Danielaé á í  

Hagendorn, y a la pericia de Christian Silva, el accidente ocurri  a lasó  

18:31 aprox., y ya a las 18:36 el menor se encontraba camino al centro 

asistencial.  En el  momento  del  impacto,  se  encuentra  probado  que 
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Nicole,  al  menos,  grit  incesantemente  para  dar  con  la  madre  deó  

Joaqu n,  le  pidi  a  la  ni a  Trinidad que le  avisara  a la  mam  deí ó ñ á  

Joaqu n,  manifest  preocupaci n  por  su  cabeza,  impidiendo  que  laí ó ó  

movieran  indebidamente,  solicit  que  lo  giraran  para  que  no  seó  

ahogara, y una vez que el ni o se subi  al auto con su madre, Nicoleñ ó  

llam  tan r pido como pudo -a 8 minutos aprox. del accidente- a suó á  

madre para solicitarle que Joaqu n obtuviese la mejor atenci n m dicaí ó é  

posible en el centro asistencial de destino. As , el per odo de tiempo deí í  

actuaci n fue sumamente acotado, pero, de todas formas, en esos 5 o 6ó  

minutos,  Joaqu n fue  ntegramente  asistido  por  vecinos/as  y  por  laí í  

propia  Nicole,  en  la  medida  de  sus  posibilidades,  y  luego  fue 

inmediatamente llevado a un centro asistencial. En suma, aun cuando 

no hab a ayuda posible, esta se prest , siendo incomprensible y ajena aí ó  

la prueba rendida, la conclusi n del voto de mayor a del tribunal, eló í  

que m s bien se concentr  en exigir una comunicaci n que la normaá ó ó  

no exige, y en encontrar rasgos biol gicos de sangre, aun cuando losó  

propios testigos presenciales  aclararon al  tribunal que la sangre que 

sali  en ese primer momento era escasa, y que algunos de ellos -comoó  

Mar a Ulloa- no se 59 mancharon con ella.  En ese marco,  bajo laí  

prueba  rendida,  el  est ndar  de  condena  del  art.  340  del  C digoá ó  

Procesal Penal era objetivamente inalcanzable por el tribunal, debiendo 

haberse dictado una resoluci n absolutoria de haber valorado la pruebaó  

conforme a los principios de la l gica, las m ximas de la experiencia yó á  

los conocimientos cient ficamente afianzados. í

Los  d ficit  valorativos  y  de  fundamentaci n  del  tribunalé ó  

contravienen, tal como se ha dicho, lo dispuesto en el art. 374 e) en 

relaci n al art. 342 c) y al art. 297, todos del C digo Procesal Penal, aló ó  

omitirse la exposici n l gica, clara y completa de los hechos probados yó ó  

de la valoraci n de la prueba,  y al  realizarse esta ltima en francaó ú  

contravenci n  con  los  principios  de  la  l gica,  las  m ximas  de  laó ó á  

experiencia  y  los  conocimientos  cient ficamente  afianzados,  pues  seí  

omiten contradicciones, se da valor probatorio a pericias cient ficas queí  
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no  son  sino  meras  especulaciones  carentes  de  presupuestos 

cient ficamente validados, y se llega a veredictos que son abiertamenteí  

contradictorios con la prueba rendida en juicio, lo que no es recogido 

en la argumentaci n del tribunal. Todo ello influye sustancialmente enó  

lo dispositivo del fallo,  pues, de haberse valorado adecuadamente la 

prueba  rendida,  de  haberse  satisfecho  el  deber  de  fundamentaci nó  

exhaustiva de la prueba rendida en juicio, y de haberse valorado la 

prueba pericial en conformidad con los conocimientos cient ficamenteí  

afianzados y las reglas de la l gica, se habr a llegado a la ineludibleó í  

conclusi n de que ninguno de los delitos imputados a Nicole Princic seó  

encontraba  probado  m s  all  de  toda  duda  razonable  y  que,  ená á  

cambio, exist a prueba suficiente para dictar resoluciones absolutoriasí  

respecto a ambos delitos. 

PETICI N  CONCRETA.  Al  haber  incurrido  el  falloÓ  

condenatorio  en  un  agravio  que  influye  sustancialmente  en  lo 

dispositivo del  fallo  como consecuencia de los vicios antes  descritos, 

esto s lo puede repararse con la anulaci n del fallo orden ndose unó ó á  

nuevo juzgamiento por Tribunal no inhabilitado que corresponda.

SEGUNDA  CAUSAL  SUBSIDIARIA  DE  NULIDAD: 

ERR NEA  APLICACI N  DEL  DERECHO  EN  ELÓ Ó  

PRONUNCIAMIENTO  DE  LA  SENTENCIA,  QUE  INFLUYE 

SUSTANCIALMENTE EN LO DISPOSITIVO DEL FALLO (ART. 

373 B) DEL CPP). 

Postula el recurso que la sentencia recurrida ha incurrido en el 

vicio  del  art culo  373  letra  b)  del  C digo  Procesal  Penal,  pues  haí ó  

realizado una equivocada interpretaci n de la norma contenida en eló  

art culo  195  inciso  segundo  y  tercero,  en  relaci n  al  art culo  176,í ó í  

ambos de la Ley 18.290 Ley de Tr nsito, estimando que los hechosá  

acreditados ser an constitutivos del delito de OMISI N DE AUXILIOí Ó  

A LA V CTIMA, Í

Indica que, respecto al delito objeto de acusaci n particular, y deó  

acuerdo  a  jurisprudencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  expone  el 
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Tribunal en la sentencia impugnada, en su considerando VIG SIMOÉ  

S PTIMO, que el delito contenido en el art culo 195 de la ley 18.290:É í  

a) Es un tipo penal aut nomo. b) Es un tipo doloso de omisi n. c) Paraó ó  

su  configuraci n,  basta  el  incumplimiento  de  una  de  las  tresó  

obligaciones que impone el tipo. d) No basta solo con evitar la fuga. 

Que, as  las cosas, y respecto a la letra c), seg n concluye en su parteí ú  

final  el  considerando  VIG SIMO  QUINTO,  ( )  con  la  pruebaÉ “ …  

rendida se entregaron elementos que permitieron dar por cumplidos los 

deberes de detener la marcha y dar cuenta a la autoridad, por lo que 

la discusi n se ha centrado en determinar el cumplimiento del terceró  

deber que ser  analizado en el considerando siguiente.  á ”

Agrega que, seg n se consigna en la parte final del considerandoú  

VIG SIMO OCTAVO ( ) con la prueba rendida, se estima que haÉ “ …  

quedado demostrado que la acusada, despu s de ocurrido el accidenteé  

de  tr nsito  en que se  produjo la  muerte  de  la  v ctima,  omiti  dará í ó  

cumplimiento a su deber de proteger bienes jur dicos tan importantesí  

como son la integridad f sica y la  vida de las  personas,  ya que noí  

prest  ayuda  a  la  v ctima  ni  exterioriz  a  aquellas  personas  queó í ó  

asistieron al ni o, sobre la situaci n ocurrida respecto del atropello conñ ó  

el fin de que se tenga en cuenta a la hora de prestarle la atenci nó  

m dica  m s  adecuada,  configur ndose,  por  lo  tanto,  el  delito  deé á á  

omisi n previsto y sancionado en el art culo 195 inciso tercero de laó í  

Ley 18.290 sobre Tr nsito, que sanciona el incumplimiento de talesá  

obligaciones,  en  grado  de  desarrollo  de  consumado.  Que,  en  este”  

punto,  es  importante  tener  presente  desde  ya,  que  el  Ministerio 

P blico, s lo acus  por el CUASIDELITO DE HOMICIDIO, Que,ú ó ó  

como consigna la sentencia impugnada en su parte final, la decisi n deó  

condena respecto al delito del art culo 195 inciso segundo de la Leyí  

18.290 del Tr nsito fue adoptada con la disidencia del magistrado Josá é 

Ignacio  Rau  Atria,  quien  estuvo  por  resolver  la  absoluci n  de  laó  

acusada. En definitiva, la cuesti n controvertida en el caso de marras,ó  

se  limita  a  determinar  si  se  cumpli  o  no  con  la  obligaci n  deó ó  
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PRESTAR LA AYUDA POSIBLE  a la v ctima, como lo exige el“ ” í  

art culo 195 de la ley 18.290. Que, como se explica en considerandoí  

VIG SIMO  SEXTO  ( )  consta  que  la  madre  de  JOAQU N,É “ … Í  

DANIELA  HAGENDORN,  logr  dar  cuenta  de  los  hechos  queó  

presenci , explicando en primer t rmino, la forma en que momentosó é  

despu s de atravesar  a su hijo por calle  Los Robledales  y mientrasé  

hab a ingresado a su casa, escucha el grito de una ni a a trav s delí ñ é  

cual se enter  que JOAQUIN se hab a ca do , la hija de H CTORó “ í í ” É  

le  dijo  t a,  JOAQU N se  cay ,  hay  que  llamar  la  ambulancia,  laí Í ó  

encontr  a mitad de camino y sali  y vio a JOAQU N tirado en eló ó Í  

piso, estaba muy mal,  dec a, como se cay , estaba solo, estaba estaí ó  

ni ita y la hija de DANIELA VERGARA, los ni os hab an corrido añ ñ í  

sus casas. Sali  H CTOR y le dijo que llame a una ambulancia, l seó É é  

qued  paralizado y luego sali  su amiga y le dijo que llame a susó ó  

amigos que son m dicos.  Era algo grave, no calzaba con lo que leé  

hab an  dicho,  lo  levant  y  trat  de pasarlo  a  su amiga DANIELAí ó ó  

VERGARA pues su auto ten a dos sillas no entraba y se lo pas  a ellaí ó  

y se lo llevaron a la Cl nica.  Este relato se mantuvo en el tiempo yí ” “  

que implic  que desde que fue a auxiliar a su hijo hasta llegar a laó  

Cl nica, la nica informaci n que ten a era esa, en ning n momentoí ú ó í ú  

alguna persona que se encontrase en el lugar le dio a conocer el real 

motivo de lo ocurrido ( ) Motivos por los cuales se estima por este…  

tribunal  que  hay  elementos  m s  que  suficientes  para  estimará  

configurada  la  inacci n  frente  a  un  deber  de  auxilio,  resultandoó  

insuficientes, inid neos e injustificadas las alegaciones de la defensa enó  

este punto.  Finalmente, y dentro del mismo considerando, expone la”  

sentencia impugnada que La defensa se explay  se alando que todas“ ó ñ  

las personas del lugar estaban en estado de shock, que era un estado 

generalizado, que se escuch  la llamada que H ctor Fern ndez realizó é á ó 

a Carabineros y que da cuenta de ello, pero las generalizaciones no son 

un buenos argumentos cuanto estamos frente a un juicio de reproche 

personal; y menos a n, cuando a pesar de ese supuesto estado, huboú  
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personas que reaccionaron y auxiliaron al ni o atropellado, H ctor eñ é  

incluso  Valentina  fueron  por  ayuda;  Daniela  Vergara,  se  manifestó 

llana a realizar la acci n que la madre del ni o le solicitase y es asó ñ í 

como se convirti  en la copiloto y encargada de llevar la infante en susó  

brazos. Ninguno de ellos ten a obligaci n de actuar, ninguno de ellosí ó  

caus  el hecho da oso, ninguno de ellos era el conductor del veh culo,ó ñ í  

mientras la acusada quien s  era la conductora y la legalmente obligadaí  

a prestar auxilio estaba imbuida en una inacci n injustificada, pues noó  

se  defini  si  se  acredit  de  manera  id nea  ese  estado  mental  oó ó ó  

psicol gico.  Es decir, y como se denota en lo anteriormente expuesto,ó ”  

el  reproche o  el  fundamento  para  estimar  que existir a  omisi n  deí ó  

auxilio por parte de la acusada, configur ndose as  el delito del art culoá í í  

195 de la Ley de Tr nsito, se originar a en el hecho de no explicitar aá í  

la  madre  de  la  v ctima que el  ni o  habr a sido atropellado por laí ñ í  

acusada y lo que calificada como inacci n injustificada  frente a la“ ó ”  

acci n  de  terceros.  Que,  en  este  punto  es  necesario  decir  queó  

considerar  este  s lo  antecedente  como  constitutivo  de  omisi n  deó ó  

auxilio, constituye por s  solo un error de derecho que influye en loí  

dispositivo del fallo. Que, como se expone en el punto signado como 

8  del voto disidente, conforme a la prueba de cargo, concretamente“ ” “  

a la de tipo cient fica proveniente de la declaraci n de la tanat logaí ó ó  

Nubia Riquelme Zornov, por el alto nivel de da o f sico en el ni o,ñ í ñ  

que  result  politraumatizado  con  TEC  abierto  grave,  y  con  unaó  

fractura craneal de tipo mortal, que se produjo por un impacto de muy 

alta energ a con un veh culo motorizado de una masa de m s de 125í í á  

veces la de la v ctima 2.500 kg v/s 20 kg-, con profuso sangrado iní –  

situ desde sus o dos y boca, qued  tendido el pavimento pr cticamenteí ó á  

en el mismo lugar donde fue atropellado, y que seg n la experta soloú  

alcanz  a respirar pocos segundos, siendo su muerte -lamentablemente-ó  

inevitable,  y  completamente  infructuoso,  consecuencialmente,  su 

traslado  a  cualquier  centro  asistencial,  de  lo  que  se  sigue 

irredarguiblemente que ninguna ayuda era posible.  ”
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Indica  que  el  art culo  195  de  la  ley  18.290,  en  su  actualí  

redacci n, fue establecido mediante la ley 20.770, denominada comoó  

Ley  Emilia .  Dicha  norma  tiene  una  hip tesis  basal,  que  es“ ” ó  

b sicamente que se produzca un accidente de tr nsito que tenga comoá á  

resultado da os materiales o lesiones corporales. En lo relativo al casoñ  

de marras, el inciso segundo del art culo 195, impone la obligaci n deí ” ó  

detener la marcha, prestar la ayuda posible y dar cuenta a la autoridad 

de  todo  accidente  en  que  se  produzcan  lesiones ,  es  decir,”  

remiti ndonos a los deberes generales impuestos en el art culo 168 yé í  

por  disposici n  expresa  a  los  deberes  establecidos  en  el  176  de  laó  

misma ley,  agregando  en el  inciso  tercero  del  mismo art culo,  unaí  

hip tesis que se denomina agravada , que aumenta las sanciones enó “ ”  

caso de que producto del accidente de tr nsito, se produzcan lesionesá  

graves  grav simas  o  la  muerte  de  la  v ctima  y  se  incumplan  lasí í  

obligaciones ya referidas. Que, como se expone en el punto signado 

como 9  en el voto disidente de la sentencia recurrida, en referencia a“ ”  

la sentencia Rol 6095-2017 de la Excma. Corte Suprema, y ( ) para…  

una adecuada resoluci n del asunto sometido al conocimiento de estaó  

Corte, es necesario recordar que la norma del art culo 195 de la Leyí  

de Tr nsito busca sancionar lo que se conoce en E.E.U.U. como hitá “  

and run ,  esto es,  golpea y huye,  consistente en una acci n dolosa” ó  

destinada  a  evadir  la  persecuci n  penal ,  destacando  que  esó ”  

precisamente eso lo que fue recogido por el mensaje de la Ley 20.770,“  

el cual se ala: Este Proyecto de Ley tiene por fin principal hacerseñ “  

cargo de la sensaci n de impunidad ante este tipo de delito  Agregaó ”  

que la Ilustr sima Corte de Apelaciones de Punta Arenas, con base ení  

una serie de antecedentes sobre la historia del establecimiento de la 

Ley N  20.770, sostiene que la finalidad del actual art culo 195 de laº “ í  

Ley N  18.290 es proteger la integridad f sica y la vida de los afectadosº í  

por el accidente de tr nsito, al obligar al conductor del veh culo que loá í  

provoca a detenerse para prestarles la ayuda que sea posible, lo que 

implica que, adem s, no se d  a la fuga y de cuenta a la autoridadá é  
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cuando ocasione lesiones o muerte a las v ctimas  En consecuencia,í ”  

como se ha expuesto, el delito contenido en el art culo 195, tiene comoí  

fundamento principal, el evitar que los conductores que participan de 

un accidente de tr nsito, en particular cuando ocasionen lesiones gravesá  

grav simas  o  fatales,  huyan  del  lugar  con  la  finalidad  de  lograrí  

impunidad.  Si  bien  es  cierto,  en  alg n  momento  se  estim  que  laú ó  

obligaci n  del  art culo  195  se  fundaba  en  un  deber  general  deó í “  

solidaridad ,  esto  ha  perdido  fuerza  en  la  doctrina  a  ra z  de  las” í  

modificaciones introducidas por la Ley Emilia , toda vez que, dada la“ ”  

actual  penalidad  asignada  al  delito,  el  bien  jur dico  protegido,í  

claramente  ha  variado,  reafirm ndose  que  el  delito  en  cuesti ná ó  

sanciona y reprocha el huir para asegurar la impunidad, ya no siendo 

facultativo para el  tribunal  imponer una pena privativa de libertad, 

sino que ahora es imperativo. 

Que,  a ade,  todo  este  razonamiento  se  ve  reforzado  por  losñ  

argumentos  expuestos  en  la  sentencia  recurrida,  en  particular  la 

referencia  al  Segundo  Informe  de  la  Comisi n  de  Constituci n,“ ó ó  

Legislaci n, Justicia y Reglamento del Senado, relativo al proyecto deó  

ley modificatorio de la Ley de Tr nsito , contenida en el considerandoá ”  

VIG SIMO  S PTIMO,  el  que  afirma  que  ( )  la  opini n  delÉ É “ … ó  

profesor Jean Pierre Matus, quien explic  que la disposici n vigenteó ó  

contempla la obligaci n del conductor del veh culo que particip  en eló í ó  

accidente de tr nsito de prestar la ayuda que sea necesaria y propusoá  

que se sustituyera necesaria  por posible ,  quedando en claro que“ ” “ ”  

basta con participar,  esto es,  tomar parte en el hecho revelador de 

imprudencia  o  negligencia.  As  las  cosas,  es  claro  que  la  acusada” í  

cumpli  con los deberes impuestos por el art culo 195, ya que como haó í  

quedado sentado en el fallo impugnado, detuvo su marcha y dio cuenta 

a  la  autoridad  policial  que  se  present  al  lugar  de  los  hechos,ó  

cumpliendo con la finalidad de la norma, que es evitar la impunidad 

del  responsable  de un accidente de tr nsito.  Ahora,  en cuanto a laá  

ayuda posible, y como ya se expuso m s arriba, durante el Segundoá “  
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Informe  de  la  Comisi n  de  Constituci n,  Legislaci n,  Justicia  yó ó ó  

Reglamento del Senado, relativo al proyecto de ley modificatorio de la 

Ley de Tr nsito , frente al deber de prestar ayuda, se sugiri  cambiará ” ó  

la  palabra  necesaria  por  posible ,  cuesti n  que  es  de  suma“ ” “ ” ó  

importancia, toda vez que, dadas las condiciones f cticas en las que seá  

produce  el  accidente,  podemos  estar  frente  a  situaciones  de 

imposibilidad de prestar ayuda, siendo en consecuencia exigible s loó  

aquello  que  es  posible .  Aqu  cobra  importancia  lo  ya  expuesto,“ ” í  

respecto a las circunstancias f cticas del accidente, en las cuales, comoá  

ya se refiri , es un hecho de la causa que la v ctima del fatal atropelloó í  

( )  y que seg n la experta solo alcanz  a respirar pocos segundos,“ … ú ó  

siendo  su  muerte  -  lamentablemente-  inevitable,  y  completamente 

infructuoso,  consecuencialmente,  su  traslado  a  cualquier  centro 

asistencial, de lo que se sigue irredarg iblemente que ninguna ayudaü  

era posible. . En consecuencia, en los hechos ya no hab a forma de” í  

evitar la muerte de la v ctima, por lo cual, no hab a ayuda posibleí í “ ” 

que prestar a la v ctima, cumpli ndose en consecuencia con todos losí é  

deberes que le impone el art culo 195, no pudiendo en consecuencia,í  

sancionarla a su respecto. 

As ,  concluye,  yerra  en  lo  fundamental  el  sentenciador  alí  

considerar que no se cumpli  con el deber de prestar la ayuda posible,ó  

considerando el tenor literal de la disposici n, que usa el calificativo deó  

posible ,  cuesti n  que  es  de  toda  l gica,  ya  que  evidentemente“ ” ó ó  

podemos estar frente a situaciones en las que no sea posible prestar 

ninguna  ayuda,  ya  sea  porque  el  responsable  del  accidente  sufra 

lesiones de tal entidad que pierda la conciencia, o se encuentre tan o 

m s grave que la v ctima el atropello o colisi n, llev ndonos al absurdoá í ó á  

de condenarlo siempre que estemos frente a una situaci n en la que seó  

encuentra en una imposibilidad f ctica de prestar ayuda, lo que bajoá  

los principios generales del derecho, esto es, que nadie se encuentra“  

obligado a lo imposible , la redacci n de la norma, no viene m s que a” ó á  
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consolidar esta idea, por lo cual se exige prestar la ayuda posible, sin 

una exigencia de resultado, como lo ser a el exigir una ayuda eficaz. í

En ese mismo orden de ideas se pregunta qu  se entiende poré  

ayuda posible y cu l es el fundamento mismo de la norma contenidaá  

en  el  art culo  195,  porque  si  seguimos  esta  hip tesis  extrema  delí ó  

tribunal, Cu l habr a sido la conducta esperable para considerar que¿ á í  

est  prestando ayuda  posible?  Ser a  lo  correcto  que  la  acusada  leá ¿ í  

arrebatara al ni o de los brazos de su madre para llevarlo al hospital yñ  

as  dar  cumplimiento  a  la  norma  sin  ninguna  otra  consideraci ní ó  

subjetiva? Porque en definitiva eso es una diferencia trascendental en el 

caso de marras, ya que, como se ha expuesto, todo fue tan r pido y taná  

confuso,  que  lamentablemente  no  hab a  ayuda  posible  que  prestar,í  

considerando especialmente la gravedad de las lesiones, y frente a la 

presencia de la madre en el lugar de los hechos, existiendo un derecho 

preferente de su madre para asistir a su hijo, entendi ndose as  que, ené í  

los hechos, la finalidad del art culo 195 se habr a cumplido, cuesti ní í ó  

que no puede ser llevada a est ndares imposibles o incluso absurdos,á  

como ya se ha reflexionado. Incluso, si pudi ramos calificar toda laé  

ayuda prestada por vecinos del lugar y el actuar de la madre de la 

v ctima en el caso concreto, llegar amos inevitablemente a la mismaí í  

conclusi n, toda vez, que no hab a ayuda posible que prestar dada laó í  

gravedad del accidente, para evitar el fatal desenlace. 

En este punto, y haciendo propios los argumentos contenidos en 

el voto disidente de la sentencia impugnada, reitera una vez m s, queá  

como razona en el punto signado como 8 , no hab a ayuda posible“ ” í  

que prestar a la v ctima, y no se puede prestar ayuda cuando sta esí é  

in til y claramente lo es cuando la muerte de alguien se produce casiú  

inmediatamente despu s del accidente mismo. Indica el recurso que elé  

tribunal incurre en una err nea aplicaci n del derecho, al fundar laó ó  

tipicidad de la conducta en el hecho de que Nicole no habr a dadoí  

aviso  a  la  madre  del  menor  de  que  se  trataba  de  un  accidente 

automovil stico,  exigencia  que  no  guarda  vinculaci n  alguna  coní ó  
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ninguno  de  los  3  deberes  contenidos  en  la  norma  en  comento, 

fund ndose la sanci n, por tanto, en un deber extra normativo, ajenoá ó  

al  tenor literal  de la disposici n en comento, lo que constituye unaó  

err nea aplicaci n de la norma del art. 195 de la Ley 18.290. ó ó

Alega,  finalmente,  y  siguiendo  con  el  voto  disidente,  es 

importante considerar que la aplicaci n de la sanci n contenida en eló ó  

195  conjuntamente  con  el  cuasidelito  de  homicidio  al  que  fue 

condenada la acusada, construir a una infracci n a la prohibici n deí ó ó  

doble valoraci n o ne bis in dem  ya que ( )  -la muerte de unaó “ í ” “ …  

persona-,  que  forma  parte  en  la  secuencia  de  hechos  que,  como 

elemento  t pico  objetivo  debemos  valorar  para  configurar  un  delitoí  

determinado  -un  cuasi  delito  de  homicidio-,  no  podemos  volver  a 

considerarlo  para  intentar  configurar  otro  distinto,  aun  cuando 

necesariamente posterior en ejecuci n pero en los mismos hechos (laó  

pretendida infracci n del art culo 195 LT por la misma muerte de esaó í  

misma  persona),  sin  vulnerar  una  prohibici n  de  doble  valoraci nó ó  

como es la que protege el principio universal de non bis in dem.  í ”

Se ala la recurrente que de haberse aplicado correctamente lasñ  

normas ya referidas, la acusada debi  ser absuelta en estos autos, y noó  

condenada. 

Petici n concreta: Se solicita en virtud de los art culos 165, 360,ó í  

373 letra b) y 385 del C digo Procesal Penal, la nulidad de la sentenciaó  

recurrida,  y que,  sin  nueva audiencia,  pero separadamente,  dicte la 

sentencia de reemplazo, absolviendo definitivamente a la acusada por 

el  delito  contenido  en  el  art culo  195  de  la  ley  18.290  Ley  deí “  

Tr nsito .á ”

Se trajeron los autos en relaci n y la vista de la causa tuvo lugaró  

en la audiencia del d a 26 de julio de 2022, con la asistencia de laí  

letrada representante de la condenada, instando por el acogimiento del 

recurso deducido, y de los abogados del Ministerio P blico y de ambosú  

querellantes y acusadores particulares, quienes solicitaron el rechazo del 

arbitrio.
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CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que,  el  recurso  de  nulidad  penal,  conforme  al 

actual texto seg n las modificaciones introducidas por la Ley 21.394, seú  

concede para invalidar el juicio oral total o parcialmente junto con la 

sentencia  definitiva,  o  s lo  esta  ltima,  seg n  corresponda,  por  lasó ú ú  

causales expresamente se aladas en la ley, encontr ndose las precitadasñ á  

tanto en el  art culo 373, como causales  propiamente dichas,  y 374,í  

como motivos absolutos de nulidad. 

El art culo 373 en cita establece que proceder  la declaraci n deí á ó  

nulidad total o s lo la parcial del juicio oral y de la sentenció a, si el 

vicio  hubiere  generado  efectos  que  son  divisibles  y  subsanables  por 

separado  s lo  respecto  de  determinados  delitos  o  recurrentes,ó  

determinando las causales. A su turno, el articulo 374 aludido, previene 

que  el  juicio  oral  y  la  sentencia,  o  parte  de  stos  é ser ná  siempre 

anulados de concurrir alguna de los motivos absolutos que enumera.

Asimismo, por ser atingente, el art culo 386 del mismo cuerpoí  

legal, estatuye que, salvo los casos mencionados en el art culo 385, si laí  

Corte acogiere el recurso anular  total o parcialmente la sentencia y elá  

juicio  oral,  determinar  el  estado  en  que  hubiere  de  quedar  elá  

procedimiento  y  ordenar  la  remisi n  de  los  autos  al  tribunal  noá ó  

inhabilitado que correspondiere, para que ste disponga la realizaci né ó  

de un nuevo juicio oral. En caso de que se declare la nulidad parcial 

del  juicio  oral  y  la  sentencia,  existiendo pluralidad  de  delitos  o de 

imputados, la Corte deber  precisar a qu  prueba, a qu  hechos y aá é é  

qu  imputados afecta la declaraci n de nulidad parcial del juicio oral yé ó  

la sentencia. Las hip tesis a que alude el art culo 385 mencionado, sonó í  

aquellas en que, de concurrir, la Corte podr  invalidar s lo la sentenciaá ó  

y  dictar,  sin  nueva  audiencia  pero  separadamente,  la  sentencia  de 

reemplazo que se conformare a la ley, si la causal de nulidad no se 

refiriere a formalidades del juicio ni a los hechos y circunstancias que 

se hubieren dado por probados, sino se debiere a que el fallo hubiere 

calificado de delito un hecho que la ley no considerare tal, aplicado 
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una pena cuando no procediere aplicar pena alguna, o impuesto una 

superior a la que legalmente correspondiere. La sentencia de reemplazo 

reproducir  las consideraciones de hecho, los fundamentos de derechoá  

y  las  decisiones  de  la  resoluci n  anulada,  que  no se  refieran  a  losó  

puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueren incompatibles 

con  la  resoluci n  reca da  en  l,  tal  como  se  hubieren  dado  poró í é  

establecidos en el fallo recurrido.

SEGUNDO:  Que,  originalmente,  se  recurri  contra  laó  

sentencia definitiva antes dicha, aleg ndose por la parte condenada tresá  

causales: la primera, como principal, al amparo del art culo 373 letra a)í  

del C digo Procesal Penal, y la segunda y tercera, como subsidiarias,ó  

en conformidad al art culo 374 letra e) de igual texto, en relaci n a losí ó  

art culos 342 letra c) y 297, y, 373 letra b) en relaci n al art culo 195í ó í  

incisos segundo y tercero de la Ley 18.290, respectivamente.  

TERCERO:  Que,  sin  embargo,  como  ya  se  refiri  en  loó  

expositivo,  por  resoluci n  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  de  fechaó  

dieciocho de mayo de dos mil veintid s, Considerando 4 , concluy  ó ° ó de 

la atenta lectura del libelo, que lo que se reprocha por la letra a) del 

art culo 373 del C digo Procesal Penal, en realidad se tratar a de uní ó í  

cuestionamiento a ciertos  actuaciones en desmedro de las  facultades 

que le asisten a la defensa, lo que es materia de conocimiento de la 

Corte de Apelaciones respectiva de conformidad al art culo 374 letra c)í  

del C digo Procesal Penal, o en su caso podr a corresponder al literaló í  

e) de la misma disposici n legal, raz n por la cual, se proceder  en laó ó á  

forma que autoriza el art culo 383 de ese cuerpo legal, mandato por elí  

que  ser  en  este  marco  y  respecto  de  tal  motivo  absoluto,  que  seá  

efectuar  el an lisis de la primera impugnaci n enderezada, para luegoá á ó  

abordar las peticiones subsidiarias si fuere procedente.

CUARTO: Que, previo a ello, cabe consignar que, habi ndoseé  

deducido en la vista de la causa petici n incidental por el abogado donó  

Rafael  Mera  Mu oz  en  representaci n  de  su  parte,  querellante  yñ ó  

acusador particular en el proceso, a la que adhirieron el acusador fiscal 
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y  el  otro  querellante  y  tambi n  acusador  privado,  pidi ndose  noé é  

acceder  a  la  oferta  de  prueba  de  la  recurrente  en  el  escrito  de 

interposici n  del  recurso,  por  no  haberse  efectuado  la  debidaó  

determinaci n de las pistas de audio en su extensi n indicando s loó ó ó  

aquellas de inicio de cada una de las escuchas peticionadas impidiendo 

saber la duraci n precisa de cada una, y o da que fue la defensa, seó í  

resolvi  por el Tribunal acoger la cuesti n accesoria decidi ndose noó ó é  

acceder al ofrecimiento de prueba efectuado en conformidad al art culoí  

359 del C digo Procesal Penal, ó precepto que, vale asentar, s lo permiteó  

que el tribunal ad quem puede recibir, por excepci n, alguna probanzaó  

previamente ofrecida con un solo objetivo, cual es, poder acreditar los 

hechos y circunstancias que constituyeren la causal  alegada,  sustrato 

b sico para su aceptaci n y siempre que cumpla con requisitos comoá ó  

su  determinaci n  y  especificidad,  todo  porque,  huelga  reiterarlo,  laó  

regla absoluta es que ante el tribunal superior no se permite producir 

prueba que haya debido aportarse en el juicio respectivo y s lo en l,ó é  

regulaci n que para este Tribunal es sin perjuicio ó de lo dispuesto en el 

art culo 381 del mismo texto procesal, si procediere, como se sostuvo alí  

decidir. 

EN  CUANTO  A  LA  PRIMERA  CAUSAL,  

PRINCIPAL.

QUINTO:  Que, respecto de la supuesta afectaci n sustancialó  

de  derechos  o  garant as  asegurados  por  la  Constituci n  o  por  losí ó  

tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  que  se  encuentren 

vigentes, se sustenta en dos aspectos: infracci n al debido proceso aló  

permitirse en el juicio una pr ctica que califica de esp rea por parte deá ú  

los abogados querellantes que infringieron lo se alado en el art culoñ í  

330 del C digo Procesal Penal al renunciar a sus testigos de cargo paraó  

efectos de poder contrainterrogarlos,  efectuando preguntas sugestivas, 

pr ctica que fue permitida por el  tribunal  durante todo el  juicio; eá  

infracci n al debido proceso, en cuanto al derecho a ser juzgado poró  

un tribunal imparcial, que la hace consistir en el ejercicio abusivo de la 
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facultad  de  efectuar  preguntas  aclaratorias  a  testigos  y  peritos 

deponentes en el juicio, introduciendo informaci n nueva al juicio.ó

Sin embargo, desde ya cabe asentar que, de acuerdo al mandato 

expedido por la Excma. Corte Suprema al reconducir esta causal, la 

letrada  recurrente  deb a explicar  c mo y de  que manera  le  fueroní ó  

impedidas de ejercer las prerrogativas como defensora de la acusada y 

que  lesionaran  los  derechos  de  sta,  en  los  t rminos  que  indica  elé é  

motivo absoluto de nulidad previsto en la letra c) del art culo 374 delí  

C digo del ramo.ó

En este contexto, sin perjuicio de que, al haberse rechazado la 

oferta de prueba, seg n se expres , tendiente a acreditar los ú ó supuestos 

f cticos  de  las  manifestaciones  alegadas  como  infracci n  al  debidoá ó  

proceso,  lo  que  desde  luego  resultar a  suficiente  para  desestimar  elí  

arbitrio principal, comoquiera que las transcripciones que se contienen 

en el recurso no pueden ser confirmadas por la escucha personal de los 

sentenciadores, es necesario expresar que los fundamentos en si mismos 

no resultan suficientes para acceder a la invalidaci n pedida.ó

 SEXTO: Que, en efecto, hay consenso acerca de la relevancia 

de respetar el principio  garant a del debido proceso que se estima– í  

conculcado no s lo por existir normativa nacional e internacional queó  

lo asegura desde nuestra Carta Fundamental y tratados internacionales 

incorporados a nuestra legislaci n, sino que, mejor a n, por constituir,ó ú  

que  duda  cabe,  un  pilar  esencial  en  que  debe  sustentarse  un 

enjuiciamiento criminal.

No  obstante,  lo  denunciado  en  el  recurso,  basado  en  la 

circunstancia  de  que  los  acusadores  particulares  renunciaron  a  su 

prueba para poder contraexaminarlos dado que tambi né  hab an sidoí  

ofrecidos  por  la  Fiscal a,  es  un  hecho  pac fico,  por  cuanto  as  loí í í  

expusieron los letrados comparecientes a estrados y expresarse en el 

propio libelo de nulidad, de lo que infiere lesi n a las prerrogativas deó  

defensa,  lo  que  fue  precedida  de  un  reclamo  de  la  ahora  parte 

recurrente que ejerci  su derecho a impugnar tal decisi n, al segundoó ó  
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d a del juicio, mediante un art culo de nulidad, que le sirvi , dicho sea,í í ó  

para  preparar  este  recurso,  dado  que  tramitado  y  con  el 

correspondiente debate fue resuelto negativamente para la articulista, 

agreg ndose s  que aquella  renuncia hab a sido manifestada por losá í í  

renunciantes el primer d a de modo que la cuesti n promovida coní ó  

posterioridad fue extempor nea.á

De otro lado, til resulta se alar que en nuestú ñ ra normativa no 

existe  prohibici n  expresa  que  impida  renunciar  a  la  prueba.  Enó  

sentido contrario, la permisividad de hacerlo, bien puede desprenderse 

de  lo  previsto  en  el  art culo  328  del  C digo  Procesal  Penal  queí ó  

establece que cada parte determinar  el orden en que rendir  sus“ á” á  

probanzas, se entiende de aquellas que estime conducentes acorde a su 

teor a del caso y estrategia; del art culo 329 que en su inciso terceroí í  

dispone que la declaraci n de los testigos se sujetar  al interrogatorioó á  

de  las  partes  y  que  los  peritos  deber n  exponer  brevemente  elá  

contenido  y  las  conclusiones  de  su  informe,  y  a  continuaci n  seó  

autorizar  que  sean  interrogados  por  las  partes,  interrogatorios  queá  

ser n realizados en primer lugar por la parte que hubiere ofrecido laá  

respectiva  prueba  y  luego  por  las  restantes;  y  del  art culo  330  delí  

mismo texto, que no permite formular preguntas sugestivas a aquella 

parte que hubiere presentado a un testigo o perito, quedando siempre 

inc lumes  los  derechos  de  contrainterrogaci n  a  las  partes  que  noó ó  

hubieren  presentado  al  tercero  deponente,  sobre  la  base  de  la 

confrontaci n,  quedando  prohibido  s ,  a  todos  los  intervinientes,ó í  

efectuar preguntas enga osas, poco claras o que tiendan a coaccionarñ  

al declarante.

Por ello,  la reclamante lleva raz nó  en calificar la renuncia de 

prueba  como  una  pr ctica ,  denominaci n  en  la  que  se  puede“ á ” ó  

coincidir, tolerada, pero que obviamente tiene como l mite natural elí  

que,  de  quedar  el  renunciante  sin  elementos  probatorios  suficientes 

para  acreditar  los  hechos  respectivos,  no  podr  proveer  de  losá  

necesarios  para  lograr  convicci n del  tribunal  con las  consecuenciasó  
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perniciosas consiguientes para su parte, incumpliendo el onus probandi 

probatorio  bajo  su  propio  riesgo.  Agregamos,  que  tal  renuncia 

probatoria podr  serlo por diversas razones vb.gr. innecesaria, ociosa,á  

reiterativa,  sobre  abundante,  falta  de  preparaci n,  inseguridad  deló  

deponente,  carecer  de  un  objetivo  para  interrogar,  estimar  ya 

acreditado  el  hecho  por  otra  prueba,  en  fin,  cualquier  otra  raz nó  

subjetivamente  resuelta  por  la  parte  interesada,  incluso  meramente 

intuitiva, y que, desde luego, atendida la naturaleza de la misma, no 

requiere  ni  se  le  puede  exigir  fundamentaci n.  En  suma,  no  debeó  

expresar causa. 

En este escenario no puede existir infracci n a la garant a deló í  

debido proceso desde que, no rendir una prueba, es, ante todo, un 

derecho, y adem s, una suerte de carga procesal que puede afectar soloá  

a qui n dimite y a sus intereses. A lo anterior, si eé l testigo o perito ha 

sido tambi n ofertado por las otras partes en el juicio tal renuncia noé  

alcanza al tercero citado a comparecer pues igualmente debe hacerlo y 

declarar, pero a petici n de qui n lo ha presentado, premisa entoncesó é  

que dar  lugar al ejercicio de interrogaci n que corresponda seg n lasá ó ú  

reglas  antes  referidas,  qui n  lo  presenta,  mediante  las  denominadasé  

preguntas  abiertas,  los  dem s  intervinientes  mediante  las  llamadasá  

preguntas cerradas o de confrontaci n dejando inc lume el derecho aló ó  

contradictorio,  lo  que,  huelga  se alar,  la  defensa  efectu  sinñ ó  

limitaciones,  sin  haber  sido  cercenado  de  manera  alguna  su 

prerrogativa  de  contraexaminaci n,  con  todos  y  cada  uno  de  losó  

testigos y peritos que comparecieron, como aparece del mismo fallo.

En consecuencia, la refutaci n presentada en este supuesto noó  

puede prosperar.

S PTIMO:É  Que,  tambi n  se  ha  alegado  la  nulidad  de  laé  

sentencia,  al  entender infraccionado el  debido proceso en cuanto al 

derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial, que se hace consistir 

en el ejercicio tildado de abusivo de la facultad de los sentenciadores 
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para efectuar preguntas aclaratorias a testigos y peritos deponentes en 

el juicio, introduciendo informaci n nueva al juicio.ó

Que, en lo tocante a este planteamiento, corresponde reproducir, 

en lo que corresponda, las observaciones efectuadas anteriormente en 

relaci n  a  la  falta  de  prueba  que  permita  analizar  su  posibleó  

configuraci n,  por  las  razones  esgrimidas  para  rechazar  la  ofertaó  

probatoria en este recurso.

Empero, igualmente se abordar  su procedencia, desde que laá  

facultad cuestionada es legal y puede ser ejercida en tal contexto por 

los sentenciadores y eventualmente ser infraccionada. As  se estableceí  

en el inciso cuarto del aludido art culo 329: í “Finalmente, los miembros 

del tribunal podr n formular preguntas al testigo o perito con el fin deá  

aclarar sus dichos.  ”

Para que se  infraccione esta  prerrogativa judicial  debe ser  de 

entidad, un interrogatorio propio, en base a una teor a de caso que elí  

integrante del tribunal tenga y lo trasunte en sus preguntas, alej ndoseá  

de su posici n equidistante y con ello subsidiando a aquel o aquellosó  

intervinientes  que  no  hicieron  adecuado  ejercicio  de  interrogaci nó  

transformando en deficitaria la deposici n para los fines probatorios.ó  

Este mal ejercicio o abusivo ejercicio es el que puede ser controlado al 

momento de la revisi n de un recurso de nulidad, pues en una de susó  

facetas importar a lesionar el derecho a un juez imparcial como ha sidoí  

planteado.

Que la refutaci n basada en queó  con motivo de las preguntas 

aclaratorias  se  introdujo  informaci n  nueva  al  juicio,  este  Tribunaló  

estima que no se configura. En esta l nea basta leer el propio contenidoí  

del libelo para descartar infracci n a la prerrogativa no pasando de seró  

una distinta apreciaci n de la recurrente y lo que se evidencia como taló  

no presenta la entidad y car cter antes comentada. Menos, si traemos aá  

colaci n las imputaciones formuladas a uno de los jueces de incorporaró  

en el juicio un tema no mencionado y que, en el decir del recurso, 

provendr a de una sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema,í  
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circunstancia por lo dem s no acreditada y texto el cual incluso no fueá  

valorado al  incorporase  seg n se  lee  en el  Considerando Trig simoú é  

Primero. Tampoco la refutaci n a otros integrantes del Tribunal deó  

Juicio que con sus preguntas habr an introducido el elemento distanciaí  

de la calzada a la que habr a quedado la v ctima, hechos stos queí í é  

fueron  motivo  de  la  prueba  y  sobre  los  que  los  sentenciadores 

pretendieron su precisi n o aclaraci n en el marco del mandato legal,ó ó  

lo que estos sentenciadores infieren del propio libelo recursivo y de la 

exposici n de las pruebas y su posterior an lisis seg n aparece de losó á ú  

reflexivos S ptimo a D cimo Noveno, en lo pertinente.é é

EN  CUANTO  A  LA  SEGUNDA  CAUSAL,  

SUBSIDIARIA.

OCTAVO:  Esta causal se sustenta en una eventual infracci nó  

al art culo 374 letra e), en relaci n al art culo 342 letra c) y art culoí ó í í  

297, todos del C digo Procesal Penal, que se hace consistir en que eló  

Tribunal no cumple con la carga legalmente impuesta de explicitar y 

fundar las razones por las cuales acoge algunos y descarta otros medios 

probatorios aportados al juicio.

Ahora bien, sin perjuicio de lo ya se alado y que sea atingente,ñ  

la  reflexi n  judicial  respecto  de  las  probanzas  de  uno  y  otrosó  

intervinientes se contienen desde los considerandos S ptimo y Octavo,é  

prueba de la Fiscal a y querellantes, refiri ndolas seg n su rendici ní é ú ó  

diaria, preguntas y contra examen, y Noveno, prueba exclusiva de la 

defensa de la acusada. En tales reflexiones no solo se indica el medio 

en particular, se detalla el contenido y lo que se extrae de cada cual, 

dando cuenta adem s de los ejercicios de contrastaci n efectuados porá ó  

las partes. 

En las motivaciones Und cimo  en que se asientan las tres tesisé –  

o  teor as  de  caso,  tanto  de  la  Fiscal a,  como de los  querellantes  yí í  

nicos acusadores particulares, y de la defensa, planteando absoluci nú ó  

-,  Duod cimo,  que da cuenta  del  fundé amento de incriminaci n  deló  

delito culposo, cuasidelito de homicidio,  D cimo Tercero y D cimoé é  
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Cuarto, que se ocupan de analizar la prueba en pro de configurar la 

figura  cuasidelictual,  para  seguidamente  analizar  por  separado  la 

prueba  testimonial  de  funcionarios  policiales  y  periciales  seg n  suú  

naturaleza, para en el Considerando D cimo Noveno referir y analizaré  

la prueba pericial de la defensa y los fundamentos para rechazar la 

tesis absolutoria respecto de la figura cuasidelictual, permiten afirmar, a 

estos sentenciares, que la sentencia ha dado cabal cumplimiento a las 

exigencias del art culo 342 del C digo Procesal Penal, const ndose unaí ó á  

labor reflexiva y anal tica de las probanzas en relaci n a los il citos porí ó í  

los que se acus , apareciendo del Considerando Vig simo Primero losó é  

hechos  acreditados  respecto  del  il cito  culposo,  en  los  t rminosí é  

siguientes:   ..  “ el  d a 05 de Diciembre de 2017,  a las  18:30  horasí  

aproximadamente, en circunstancias que la acusada conduc a el jeepí  

Toyota  FJ  Cruiser  4x4,  placa  patente  nica  BFRD.18  por  calle  Elú  

Robledal de Temuco y debido a que no iba atenta a las condiciones 

del tr nsito del momento, al llegar a la esquina con calle Los Tep es,á ú  

efect a en dicha intersecci n una maniobra de viraje en contra delú ó  

normal sentido del tr nsito, sin percatarse especialmente de la presenciaá  

de uno de los ni os, la v ctima de nombre Joaqu n Caroca Hagedorn,ñ í í  

de cinco a os de edad en aquella poca, a quien atropella en dichañ é  

intersecci n, golpeando su cara con la parte delantera del veh culo queó í  

conduc a,  lo  que  provoc  que  el  ni o  cayera  al  suelo,  pasando  laí ó ñ  

estructura del veh culo por sobre el cuerpo de ste, especialmente porí é  

su cabeza, presion ndola contra el suelo, caus ndole en definitiva unaá á  

serie de lesiones que se encuentran descritas en la pericia m dico legal,é  

que entendemos por reproducida y que en definitiva le causaron la 

muerte, minutos despu s del hecho.é ”

A  su  turno,  similar  proceso  se  contiene  en  el  Considerando 

Vig simo Tercero respecto del delito previsto en el inciso terceé ro del 

art culo 195 de la Ley 18.290, con independencia, en esto ltimo, de loí ú  

que se resolver  m s adelante.á á
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Que,  en  esta  perspectiva,  no  se  advierte  infracci n  al  subó  

principio de la raz n suficiente, ni menos a las m ximas de experienciaó á  

y  los  conocimientos  cient ficamente  afianzados,  como  l mites  a  laí í  

valoraci n fundada en la sana cr tica. ó í

La sentencia se hace cargo de la fundamentaci n indispensableó  

para sustentar los hechos que da por acreditados, a partir del relato de 

la madre de la v ctima en estrado, con detalle y pulcritud, consistenteí  

frente  a  las  preguntas  de  los  intervinientes  incluida  la  defensa, 

declaraci n que se condice con aquellos otros testimonios que trajeronó  

al juicio terceros que depusieron, adem s de expertos y especialistas,á  

junto, por cierto, a la documental  y otros medios rendidos.  Es este 

proceso  anal tico  que  le  permite  sustentar,  m s  all  de  toda  dudaí á á  

razonable, las conclusiones a las que arriba, espec ficamente acerca deí  

la efectiva ocurrencia de los hechos afirmados en la acusaci n fiscal yó  

particular,  tanto  del  delito  culposo  como  del  doloso  y  que  fueron 

motivo de acusaci n.ó

Los  sentenciadores  que  concurrieron  al  juicio  efect an  unaú  

valoraci n  particular  del  material  probatorio,  uniendo cada cual  enó  

base a su respectivo contenido, de forma completa y congruente.

NOVENO: Que, con lo dicho, no se entiende configurado el 

reproche de que la sentencia habr a incumplido la exposici n clara,í ó  

l gica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que seó  

dieren por probados, favorables o desfavorables a la acusada, junto a la 

valoraci n ajust ndose al est ndar legal basado en la sana cr tica. Laó á á í  

sentencia contiene un examen detallado, seg n lo dicho, de la pruebaú  

producida por los contendores en el juicio, incluso, como establece la 

norma,  de  aquella  desestimada,  indicando  las  razones  que  tuvo  en 

cuenta  para  ello  y  la  fundamentaci n  para  haber  preferido  laó  

producida por la parte acusadora.

Por  ltimo,  en  abono  de  lo  que  viene  reflexionando,  lasú  

divergencias  sustentadas  por  la  defensa,  en  una  lectura  y  revisi nó  

detenida,  m s  bien  se  corresponden  con  discrepancias  f cticas,á á  

N
X

X
X

X
X

JC
Q

E
V



planteando una forma distinta de apreciar los hechos, af n con su tesis,í  

que  fluir a  de  una  apreciaci n  diversa  de  los  medios  probatoriosí ó  

producidos, cuesti n sta que no es posible corregir a trav s de esteó é é  

medio, pues m s bien es propio de los recursos de instancia. Desde ya,á  

como se asent , tambi n la sentencia cumple con ló é a valoraci n de lasó  

probanzas, se alando cada uno de los medios y de lo que obtiene comoñ  

insumo probatorio de cada cual, proceso razonado por el que luego da 

por  acreditado  los  hechos  y  circunstancias  que  fija,  o  en  lo  que 

corresponde, se alar las razones para no valorar otras, tambi n con lañ é  

debida reflexi n. La completa y debida examinaci n de las probanzasó ó  

producidas  sostiene  la  fundamentaci n  y  con  ello  permite  laó  

reproducci n del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusionesó  

a las que llega la sentencia.

EN  CUANTO  A  LA  SEGUNDA  CAUSAL,  

SUBSIDIARIA.

D CIMO:  É Que, la reclamaci n que se analizar , se sit a en eló á ú  

contexto  de  una  infracci n  de  ley  con  influencia  sustancial  en  loó  

resolutivo,  que  se  construye,  dice  la  impugnaci n,  al  amparo  deló  

art culo 373 letra b) del C digo Procesal Penal en relaci n al art culoí ó ó í  

195 incisos segundo y tercero y art culo 176, estos de la Ley 18.290,í  

pidiendo,  de  acogerse  el  recurso,  la  aplicaci n  del  art culo  385 deló í  

mismo  texto,  dictando,  luego  de  invalidar  el  fallo,  la  decisi n  deó  

reemplazo absolutoria.

UND CIMO:É  Que,  la  normativa  indicada  es  del  siguiente 

tenor:

Art culo 195 incisos segundo y tercero de la Ley 18.290: í

“El  incumplimiento  de  la  obligaci n  de  detener  la  marcha,ó  

prestar la ayuda posible y dar cuenta a la autoridad de todo accidente 

en que se produzcan lesiones, se alada en el art culo 176, se sancionarñ í á 

con  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado  medio,  inhabilidad 

perpetua para conducir veh culos de tracci n mec nica y multa de sieteí ó á  

a diez unidades tributarias mensuales.

N
X

X
X

X
X

JC
Q

E
V



Si en el caso previsto en el inciso anterior las lesiones producidas 

fuesen de las se aladas en el n mero 1  del art culo 397 del C digoñ ú º í ó  

Penal o se produjese la muerte de alguna persona, el responsable será 

castigado  con  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado  m ximo,á  

inhabilidad  perpetua  para  conducir  veh culos  de  tracci n  mec nica,í ó á  

multa de once a veinte unidades tributarias mensuales y con el comiso 

del  veh culo  con que se ha cometido el  delito,  sin  perjuicio  de losí  

derechos del tercero propietario, que podr  hacer valer conforme a lasá  

reglas  generales  del  C digo  Procesal  Penal.  Para  los  efectos  deó  

determinar la pena prevista en este inciso, ser  aplicable lo dispuesto ená  

los art culos 196 bis y 196 ter de esta ley.í ”

Art culo 176 de la Ley 18.290:í

En todo accidente del tr nsito en que se produzcan lesiones o“ á  

muerte,  el  conductor  que participe en los  hechos  estar  obligado aá  

detener su marcha, prestar la ayuda que fuese posible y dar cuenta a la 

autoridad  policial  m s  inmediata,  entendi ndose  por  tal  cualquierá é  

funcionario de Carabineros que estuviere pr ximo al lugar del hecho,ó  

para los efectos de la denuncia ante el Tribunal correspondiente.”

D CIMO  SEGUNDO:É  Que, un estudio del  planteamiento 

formulado lleva a convenir que el il cito de que se trata, presupone tresí  

elementos  que  deben  concurrir  para  no  incurrir  en  l,  cuales  soné  

detener la marcha del veh culo, prestar la ayuda que fuese posible a laí  

v ctima y dar cuenta a la autoridad policial m s inmediata, elementosí á  

que es donde por cierto se centra la discusi n. Como lo ha dicho laó  

doctrina  y  la  jurisprudencia,  el  delito  es  un  tipo  penal  aut nomo,ó  

doloso por omisi n, que se configura por el incumplimiento de unaó  

cualquiera de sus exigencias u obligaciones.

En  el  Considerando  Vig simo  Cuarto  del  fallo  se  determinaé  

precisamente el conflicto jur dico penal que se plante  en el juicio yí ó  

renovado en esta sede, cual es, que la acusada luego de ocurrido el 

atropello descendi  del veh culo no prestando la ayuda posible a laó í  

v ctima  ni  dando  cuenta  a  la  autoridad  policial  de  lo  sucedido.í  
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Imputan los acusadores particulares estas omisiones  luego de haber–  

sido autorizados a forzar la acusaci n por este cap tulo  entendiendoó í –  

que  la  acusada  no  realiz  ninguna  acci n  encaminada  a  satisfaceró ó  

ambas conductas. Dicen que fue por un hecho fortuito que un vecino 

llam  a la polic a y que la madre y otra persona prestaron ayuda aló í  

menor. Por su parte,  la  acusada se al  que inmediatamente que señ ó  

percat  de que un ni o estaba tirado en la calzada se baj  del m vil,ó ñ ó ó  

incluso sin detenerlo, a n en movimiento, todo para asistir al ni o. ú ñ

Que, en este contexto, puntualizada la concurrencia de dos de 

las  tres exigencias del  art culo 195 inciso tercero de la  Ley 18.290,í  

como qued  asentado en la sentencia en revisi n, queda de resolver sió ó  

se configur  la restante, cual es, la de prestar la ayuda posible la queó  

estos sentenciadores  entienden debe analizarse en el contexto de los 

hechos, din mica, circunstancias y consecuencias, es decir, analizandoá  

en su conjunto los distintos factores concurrentes inteligencia que fluye 

de comprender que en ciertas ocasiones ser  exigible en los t rminos deá é  

la ley y en otras no resultar  adecuado, prudente o factible intervenirá  

en los t rminos que describe la norma denunciada, incluso, en el casoé  

particular de que se trate, puede ser hasta incompatible.

Y si los propios sentenciadores est n contestes que el requisito deá  

actuaci n  exigido  por  el  precepto   prestar  la  ayuda  posible   esó – –  

discutido  e  interpretable,  expresado  en  que  el  voto  de  mayor a  laí  

estima  inconcurrente  y  en  el  de  la  disidencia  lo  contrario,  estos 

sentenciadores han arribado a la convicci n de que acorde a como seó  

desarrollaron  los  sucesos  y  consecuencias  en  la  persona  del  ni oñ  

atropellado  ninguna  ayuda  era  posible  de  prestar,  infiri ndose  ello,é  

entre  otros  basamentos,  del  testimonio  m dico  especializado  de  laé  

tanat loga del Servicio M dico Legal que depuso en el juicio.ó é

El adjetivo posible  acompa ante de la ayuda exigida, seg n su“ ” ñ ú  

definici n es algo que puede ser o suceder, o que se pueda realizar, yó  

en el plural, conjunto de medios que tiene una persona o de los que 

dispone para hacer algo. Es lo probable, lo factible, lo aceptable, lo 
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viable, sin nimos que colaboran a su sentido y alcance. A su vez, eló  

adjetivo necesaria  que fue el originalmente propuesto en el proyecto“ ”  

legal  denota  algo  que  debe  hacerse,  muy  diverso  a  aquel  que  se 

aprob , no s lo en su noci n como queda demostrado sino que en laó ó ó  

forma concreta de cumplirse, siendo lo necesario mucho m s intenso,á  

imperativo o forzoso, que inevitablemente ha de acontecer. 

Lo  que  se  viene  exponiendo  form  parte  de  la  discusi nó ó  

parlamentaria que luego dio lugar a la Ley 20.770, y que en la materia 

que nos ocupa gir  en torno a crear una figura penal aut noma queó ó  

desincentivara  la  fuga  o  huida  de  conductores  participantes  en 

accidentes vehiculares con resultados lesivos para personas a adiendo lañ  

exigencia de dar cuenta a la autoridad y prestar ayuda a la v ctima, loí  

que en su configuraci n incluye tres verbos rectores detener  el m vil,ó “ ” ó  

prestar  ayuda y dar  cuenta, lo que lleva a un interesante an lisis,“ ” “ ” á  

dado  que  la  configuraci n  parte  por  satisfacer  aquellos  y  en  casoó  

contrario quedar  at pico.á í

D CIMO  TERCERO:É  Que,  en esta l nea de argumentos,í  

esta  sentencia  har  suyos  todas  y  cada  una  de  las  consideracionesá  

plasmadas  en el  voto disidente,  junto a sus citas  jurisprudenciales  y 

doctrinales,  que,  por  econom a,  se  entender n  reproducidosí á  

ntegramente,  especialmente  las  reflexiones  8.  a  14.  que  para  estosí  

efectos se transcriben seguidamente: 

8. Ac , entonces, y aboc ndonos al caso concreto y espec fico,“ á á í  

debemos recordar que, conforme a la prueba de cargo, concretamente 

a la de tipo cient fica proveniente de la declaraci n de la tanat logaí ó ó  

Nubia Riquelme Zornov,(sic) por el alto nivel de da o f sico en el ni o,ñ í ñ  

que  result  politraumatizado  con  TEC  abierto  grave,  y  con  unaó  

fractura craneal de tipo mortal, que se produjo por un impacto de muy 

alta energ a con un veh culo motorizado de una masa de m s de 125í í á  

veces la de la v ctima 2.500 kg v/s 20 kg-, con profuso sangrado iní –  

situ desde sus o dos y boca, qued  tendido el pavimento pr cticamenteí ó á  

en el mismo lugar donde fue atropellado, y que seg n la experta soloú  
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alcanz  a respirar pocos segundos, siendo su muerte -lamentablemente-ó  

inevitable,  y  completamente  infructuoso,  consecuencialmente,  su 

traslado  a  cualquier  centro  asistencial,  de  lo  que  se  sigue 

irredarguiblemente que ninguna ayuda era posible. 

9. A juicio de este disidente, la doctrina de la Corte Suprema en 

fallo citado por los querellantes, ROL 6095-2017, importa desde que 

sostiene en considerando quinto Que, pa“ ra una adecuada resoluci nó  

del  asunto  sometido  al  conocimiento  de  esta  Corte,  es  necesario 

recordar que la norma del art culo 195 de la Ley de Tr nsito buscaí á  

sancionar lo que se conoce en E.E.U.U. como hit and run , esto es,“ ”  

golpea y huye, consistente en una acci n dolosa destinada a evadir laó  

persecuci n penal ,  destacando que es precisamente eso lo que fueó ” “  

recogido  por  el  mensaje  de  la  Ley  20.770,  el  cual  se ala:  Esteñ “  

Proyecto de Ley tiene por fin principal hacerse cargo de la sensaci nó  

de impunidad ante este tipo de delito ;  y lo mismo puede decirse””  

desde que se ala que En s ntesis, el tipo penal del art culo 195 de lañ “ í í  

Ley 18.290, es un delito doloso de omisi n, cuya conducta il cita derivaó í  

del  actuar  voluntario  del  sujeto  que,  no  obstante  que  conoce  la 

existencia  de  un  accidente  en  el  que  particip  y  por  el  cual  seó  

produjeron  resultados  lesivos  o  mortales,  decide  incumplir  deberes 

establecidos por el legislador como garante , lo cual no se dio en la”  

especie. 

A su turno, la otra sentencia invocada, ROL 14955-2018, en que 

se  sostiene  en  considerando  quinto  que,  como en  todo caso  penal, 

para resolver el asunto planteado en el recurso cabe recordar que el o“  

los  bienes  jur dicos  tutelados  por  una  norma  penal  conforman  uní  

elemento esencial para guiar la correcta interpretaci n de la misma,ó  

desde que mediante la amenaza de la punici n, no se busca otra cosaó  

que, en definitiva, proteger o alejar el riesgo de lesi n de ese valor oó  

inter s cautelado , es correcta cuando afirma que el art culo 195 ené ” “ í  

estudio  consagra  un  delito  de  omisi n  propia,  que  sanciona  a  losó  

conductores que no realicen o ejecuten las tres acciones o conductas 
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que tipifica, en el supuesto que trata -que en el accidente del tr nsitoá  

en que participe se produzcan lesiones o muerte-, esto es, detener la“  

marcha, prestar la ayuda posible y dar cuenta a la autoridad de todo 

accidente en que se produzcan lesiones , y nicamente con la ejecuci n” ú ó  

de  todas  ellas  puede  estimarse  que  no  se  han  puesto  en  riesgo  o 

lesionado los bienes jur dicos que se pretende resguardar mediante laí  

sanci n penal con que se amenaza su desatenci n, esto es, la vida yó ó  

salud de los afectados en el accidente como la correcta administraci nó  

de justicia mediante la determinaci n de su responsable, as  como eló í  

estado en que ste se desempe aba en la conducci n , y lo es tambi né ñ ó ” é  

cuando contin a diciendo, en la motivaci n sexta, que, la realizaci nú ó “ ó  

de una sola de las conductas exigidas no elimina o aminora el peligro o 

lesi n de ambos bienes jur dicos referidos, requiri ndose para dicho finó í é  

satisfacer  todas  las  conductas  demandadas  por  la  norma,  nicoú  

supuesto  en  el  que  la  sanci n  penal  no  resulta  justificada  nió  

proporcional , pero yerra, en nuestro concepto, seg n hemos venido” ú  

razonando, cuando desconsidera en el an lisis que la ayuda posible esá  

exactamente  eso,  una  exigencia  eventual  o  potencial,  dirigida  o  en 

beneficio exclusivamente del que sac  la peor parte en el accidente, yó  

no una suerte de obligaci n de resultado o a todo evento, cobrandoó  

relevancia el brocardo legalmente contemplado de que a lo imposible 

nadie est  obligado. á

No se puede prestar ayuda cuando esta es in til y claramente loú  

es  cuando  la  muerte  de  alguien  se  produce  casi  inmediatamente 

despu s  del  accidente  mismo.  Esa  imposibilidad  fé actual  no  puede 

cargar en contra del acusado. 

10. En este punto y sentido, el mismo VAN WEEZEL (2018) 

sostiene que cuando se afirma que el conductor debe estar en alguna“  

posici n  de  garante  respecto  de  la  concreci n  de  ciertos  riesgosó ó  

inherentes  a  la  conducci n  y  que  esa  posici n  de  garante  debeó ó  

encontrarse activa conforme a los criterios de imputaci n objetiva, estaó  

afirmaci n se refiere a aquellas concreciones cuya producci n requiereó ó  
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del transcurso de un cierto lapso de tiempo durante el cual es posible 

intervenir  en  orden  a  su  evitaci n .  Tal  soluci n  parece  no  soloó ” ó  

necesaria sino evidente, y por eso el autor propone a continuaci n,ó  

entonces, y a rengl n seguido que quien ha creado un riesgo especialó “  

no queda exento del  deber  de neutralizar  estas  concreciones de los 

riesgos que ha creado -como el desangramiento, o cualquier otra forma 

de agravamiento de una lesi n  por falta  de intervenci n oportuna-,ó ó  

aunque el riesgo permitido desactive su posici n de garante en relaci nó ó  

con  los  efectos  inmediatos  de  la  conducci n,  como  las  lesionesó  

producidas directamente por el impacto . Y por eso, hay que tener”  

presente que como la figura protege la vigencia de la prohibici n de“ ó  

matar  o lesionar  a  otro y,  por  lo  tanto,  solo  tiene aplicaci n  si  eló  

comportamiento  precedente  del  conductor  permite  interpretar  la 

omisi n como infracci n a esa prohibici n, cuando el lesionado falleceó ó ó  

de  inmediato  y  cualquier  ayuda  carece  de  toda  eficacia,  al  menos 

respecto de la omisi n de auxilio solo podr a entrar en consideraci nó í ó  

un delito putativo 31, es decir, ficticio o imaginario. ”

11.  A  mayor  abundamiento,  siempre  asumiendo  que  la 

conducci n de veh culos  motorizados corresponde -sin dudarlo-  a laó í  

categor a de actividades que constituyen un riesgo especial, no se puedeí  

considerar  en  ello  todo riesgo para  los  dem s,  al  permitirse  por  elá  

derecho  la  creaci n  de  esta  clase  de  riesgos  razonablemente  quedaó  

subsistente la posici n de garante solo respecto de las consecuenciasó  

ulteriores y evitables que sean imputables a ellos. Dicho en palabras 

textuales de VAN WEEZEL, el riesgo especial se encuentra permitido“  

a pesar de que a todas luces quien lo crea no est  en condiciones -quá é 

duda cabe- de controlarlo por completo. El ordenamiento compensa 

este d ficit con la obligaci n penalmente garantizada de neutralizar ené ó  

lo posible las concreciones ulteriores de ese riesgo. El riesgo especial se 

comporta  as  del  mismo  modo,  en  relaci n  con  los  deberes  deí ó  

aseguramiento y neutralizaci n,  que la conducta amparada por unaó  

causa de justificaci n 32. ó ”

N
X

X
X

X
X

JC
Q

E
V



Lo  dicho,  insistimos  en  el  punto,  conlleva  esa  imposici n  deló  

deber  de neutralizaci n  jur dico penalmente relevante  de los efectosó í  

ulteriores que sean evitables, en palabras de ese autor, quien, siguiendo 

con su argumentaci n, plenamente aplicable en la especie, sostiene queó  

cuando se afirma que el conductor debe estar en alguna posici n de“ ó  

garante  respecto de la  concreci n  de ciertos  riesgos inherentes  a  laó  

conducci n  y  que  esa  posici n  de  garante  debe  encontrarse  activaó ó  

conforme  a  los  criterios  de  imputaci n  objetiva,  esta  afirmaci n  seó ó  

refiere a aquellas concreciones cuya producci n requiere del transcursoó  

de un cierto lapso de tiempo durante el cual es posible intervenir en 

orden a su evitaci n 33. En este doloroso caso aquello no era posibleó ”  

porque la v ctima falleci  de manera casi instant nea a consecuencia deí ó á  

su atropello. 

12. VAN WEEZEL (2018), plantea para reconocer en el nuevo 

art culo  195  LT  el  atributo  de  permitir  resolver  problemas  deí  

imputaci n, que, al conjugar sus tres ltimos, se puede dar luó ú gar a tres 

diversas  hip tesis,  cuya aplicaci n depender  de si  se configura unó “ ó á  

delito  o cuasidelito  de homicidio y del  efecto que tenga en el  caso 

concreto la prohibici n de doble valoraci n: (i) si se configura un delitoó ó  

o cuasidelito de homicidio o de lesiones, y para la imputaci n de este yó  

del delito de omisi n de auxilio no es necesario desvalorar dos veces unó  

mismo  hecho  o  segmento  del  hecho,  el  conductor  puede  ser 

responsable de aquel delito o cuasidelito y, adem s, de la omisi n deá ó  

auxilio; (ii) si se configura un delito o cuasidelito de homicidio o de 

lesiones, y la imputaci n de la omisi n de auxilio resulta redundanteó ó  

desde la perspectiva del non bis in dem, solo se aplicar  el respectivoí á  

delito  o cuasidelito;  (iii)  si  la  imputaci n del  delito  o cuasidelito  noó  

resulta posible debido a que no se puede atribuir al conductor todos los 

elementos fundantes de tal responsabilidad, solo se aplicar  la figura deá  

omisi n de auxilio 34. ó ”

De aquello se sigue que, un aspecto f ctico concreto -la muerteá  

de una persona-, que forma parte en la secuencia de hechos que, como 
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elemento  t pico  objetivo  debemos  valorar  para  configurar  un  delitoí  

determinado  -un  cuasi  delito  de  homicidio-,  no  podemos  volver  a 

considerarlo  para  intentar  configurar  otro  distinto,  aun  cuando 

necesariamente posterior en ejecuci n pero en los mismos hechos (laó  

pretendida infracci n del art culo 195 LT por la misma muerte de esaó í  

misma  persona),  sin  vulnerar  una  prohibici n  de  doble  valoraci nó ó  

como es la que protege el principio universal de non bis in dem. í

13.  Por  ltimo,  para  tener  claridad  acerca  de  que  la  figuraú  

agravada del inciso tercero del art culo 195 LT, se est  refiriendo a lasí á  

lesiones  corporales  provocadas  por  el  accidente  que  originaron  un 

peligro de posterior da o mayor, y no esñ e da o mayor en s  mismo,ñ í  

cuya realizaci n no fue evitada por el sujeto obligado dejando pasar eló  

preciado  tiempo  para  lograr  esa  evitaci n,  citamos  nuevamente  aó  

ROJAS  (2018),  que  explica  que  la  norma  alude  a  esas  lesiones 

corporales que produjeron un resultado “ intermedio consistente en un 

peligro  de  lesiones  graves-grav simas  o  muerte,  cuya  realizaci n  seí ó  

habr a evitado de haber cumplido el sujeto obligado con el deber deí  

prestar la ayuda posible . Y por ello, como condici n necesaria plantea” ó  

que el presupuesto de la configuraci n de esta hip tesis agravada es,“ ó ó  

por una parte, el abandono del lugar del accidente con la consecuencia 

de  incumplimiento  de  la  obligaci n  de  dar  cuenta  a  la  autoridadó  

policial  del  suceso.  Por otra parte,  exige la  infracci n del  deber  deó  

prestar la ayuda posible frente al peligro previamente constatado, a la 

cual  puede imputarse  objetivamente  el  resultado  de lesiones  graves-

grav simas o de muerte . í ”

14. En s ntesis, de todo lo dicho y razonado, tal como planteaí  

este  otro  autor  en  sus  conclusiones,  con  lo  que  este  disidente 

concuerda,  y a mayor abundamiento, el  injusto descrito en el  tipo“  

base del art. 195 inc. 2  se funda en el incumplimiento de los deberesº  

previstos por el art. 176, norma que, adem s de dicha obligaci n deá ó  

dar cuenta a la autoridad, impone los deberes de detener la marcha y 

prestar  la  ayuda posible.  A su vez,  el  deber  de detener  la  marcha 
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presupone el de permanecer en el lugar del accidente, por ende, el tipo 

se  realiza  mediante  el  abandono de  dicho lugar,  esto  es,  mediante 

acci nó . En consecuencia, si el sujeto activo permanece en el lugar del 

accidente y da cuenta a la autoridad policial   [ambas conductas las” …  

despleg  la acusada en este caso], pero omite la ayuda posible, noó “…  

realiza  el  injusto  descrito  en el  tipo base  del  art.  195  inc.  2 ,  º ” … 

[mucho  menos  cuando  esta  ayuda  era  imposible  como  quedó 

acreditado]   sin  perjuicio  de  la  configuraci n  de  un  delito… “ ó  

imprudente de resultado, de un delito impropio de omisi n o solamenteó  

de una omisi n de socorro, si se diera el caso.ó ”

D CIMO  CUARTO:  É Que, de lo referido, ha existido una 

err nea aplicaci n del derecho que ha tenido una influencia sustancial,ó ó  

desde que, estim ndose inconcurrente una de las exigencias del art culoá í  

195 inciso tercero de la Ley 18.290 en relaci n al inciso segundo de laó  

misma norma y lo previsto en el art culo 176 de la precitada Ley, se haí  

declarado  la  ilicitud  de  la  conducta  de  la  acusada  en  el  delito  de 

omisi n de prestar la ayuda posible al ofendido de lo que ha derivadoó  

su condena como autora, no obstante que, seg n ha sido argumentado,ú  

tal presupuesto normativo era inexigible en el caso concreto debiendo 

haber finalizado con la absoluci n de la acusada.ó

Que, as  las cosas, se proceder  en conformidad a lo estatuido ení á  

el art culo 385 del C dí ó igo Procesal Penal, invalid ndose parcialmenteá  

la sentencia recurrida en aquella parte que conden  a la acusada comoó  

autora del delito de incumplimiento de la obligaci n de prestar auxilioó  

a la v ctima, previsto y sancionado en el art culo 195 inciso tercero deí í  

la Ley N 18.290°  sobre Tr nsito, en relaci n con el art culo 176 de laá ó í  

misma  ley,  en  grado  de  desarrollo  de  consumado,  ejecutado  en  la 

comuna de Temuco, el  d a 05 de diciembre de 2017,  del que serí á 

absuelta, por no haberse tipificado el il cito en cuesti n, seg n se dirí ó ú á 

en sentencia de reemplazo que se dictar  sin nueva audiencia peroá  

separadamente, la que reproducir  las  consideraciones de hecho, losá  

fundamentos de derecho y las decisiones de la resoluci n anulada, queó  
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no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que 

fueren incompatibles  con esta sentencia de nulidad,  en los  t rminosé  

antes expuestos. 

Y, teniendo presente lo expuesto, normativa a la que se ha hecho 

referencia y lo previsto en los art culos 359, 372, 373, 374, 383, 384,í  

385 y 386 del C digo Procesal Penal, se resuelve:ó

1.-  QUE SE RECHAZA el recurso de nulidad intentado por 

la letrada Paula Vial Reynal, defensora privada, en representaci n deó  

la condenada Nicole Princic P rez, en contra de la sentencia definitivaé  

pronunciada por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Temuco, de 

fecha  veintinueve  de  agosto  de  dos  mil  veintiuno,  causa  RUC 

1701157328-2  RIT 14-2020,  en aquella  decisi n  que  conden  a laó ó  

aludida  a sufrir la pena establecida en la ley, seg n se detall  en elú ó  

considerando trig simo quinto, de QUINIENTOS CUARENTA D ASé Í  

de reclusi n menor en su grado m nimo, (540 d as), la accesoria legaló í í  

de  suspensi n  de  cargos  y  oficios  p blicos  durante  el  tiempo de  laó ú  

condena,  adem s  de  la  suspensi n  de  su  licencia  para  conducirá ó  

veh culos por un per odo de un a o, por su responsabilidad en calidadí í ñ  

de autora de cuasidel i to de homicidio , previsto y sancionado en el 

art culo 492, en relaci n con los art culos 490 N  1 y 391 N  2, todosí ó í ° °  

del C digo Penal, en grado de desarrollo de consumado, ejecutado enó  

la comuna de Temuco, el d a 05 de diciembre de 2017, en perjuicio deí  

la v ctima Joaqu n Caroca Hagedorn. í í en cuanto se han desestimado las 

causales principal y primera subsidiaria alegadas, sentencia  que,  en  

consecuencia,  en tal  decis i n,  no es  nula como tampoco eló  

juicio que le precedi  y en la que fue dictada.  ó

2.- QUE SE  ACOGE el recurso de nulidad intentado por la 

letrada Paula Vial Reynal, defensora privada, en representaci n de laó  

condenada Nicole Princic P rez, en contra de la sentencia definitivaé  

pronunciada por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Temuco, 

antes  individualizada,  inval id ndose  parcialmenteá  en  aquella 

decisi n que conden  a la aludida ó ó a sufrir la pena establecida en la ley, 
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seg n se detall  en el considerando trig simo quinto, de tres a os y unú ó é ñ  

d a  de  presidio  menor  en  su  grado  m ximo,  accesoria  legal  deí á  

inhabilitaci n  absoluta  perpetua  para  derechos  pol ticos  y  deó í  

inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicos durante el tiempoó ú  

de la condena; por su responsabilidad en calidad de autora del delito 

de incumplimiento de la  obligaci n  de prestar  auxilio  a la  v ctima,ó í  

previsto  y  sancionado  en  el  art culo  195  inciso  tercero  de  la  Leyí  

N 18.290°  sobre Tr nsito, en relaci n con el art culo 176 de la mismaá ó í  

ley, en grado de desarrollo de consumado, ejecutado en la comuna de 

Temuco, el d a 05 de diciembre de 2017, í imputaci n  respecto  deó  

la  cual  se  declara  su  absoluci n,  por  lo  que  aó  

continuaci n,  en  forma  separada,  se  dictar  la  sentenciaó á  

de reemplazo correspondiente.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n  del  abogado  integrante  Sr.  Francisco  Ljubeticó  

Romero.

Rol N  ° Penal-419-2022 (pvb).
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Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Temuco, integrada por su Presidenta Ministra Sra.

Cecilia Aravena López, Fiscal Judicial Sr. Óscar Viñuela Aller y abogado integrante Sr. Francisco Ljubetic Romero. Se

deja constancia que la Ministra Sra. Cecilia Aravena López, no firma la sentencia que antecede, no obstante haber

concurrido a la vista y acuerdo de la presente causa, por encontrarse ausente.

En Temuco, a doce de agosto de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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C.A. de Temuco

Temuco, doce  de agosto de dos mil veintid só .

En  cumplimiento  a  lo  ordenando en  la  sentencia  de  nulidad 

pronunciada  en  estos  autos  con  esta  misma  data,  se  dicta  a 

continuaci n la siguiente sentenció a de reemplazo: 

VISTOS Y CONSIDERANDO:

Se reproducen las consideraciones de hecho, los fundamentos de 

derecho y las decisiones de la resoluci n anulada salvo las que fuerenó  

incompatibles con la decisi n invalidatoria precedente, elimin ndose losó á  

Considerando Vig simo Quinto,  Vig simo Sexto,  Vig simo S ptimo,é é é é  

Vig simo  Octavo,  Vig simo  Noveno,  Trig simo,  Trig simo  Quintoé é é é  

desde el apartado En segundo t rmino  en adelante, salvo p rrafo“ é …” á  

que  inicia  con  Que,  en  cuanto  a  la  pena  accesoria  relativa  a“  

suspensi n  de  la  licencia  de  conducir  por  el  cuasidelito  deó  

homicidio, ..  que se mantiene, y Trig simo Sexto, Trig simo S ptimo,” é é é  

p rrafos  segundo,  tercero  y  cuarto,  y  Trig simo  Octavo,  y  losá é  

resolutivos II.-, III.-IV.- V.- y VI. de la misma.

Y SE TIENE, ADEM S, PRÁ ESENTE:

PRIMERO: Que,  conforme lo  mandata  el  art culo  385 delí  

C digo Procesal Penal, en conformidad a los fundamentos expresadosó  

en el fallo de nulidad motivaciones Und cimo a D cimo Cuarto, queé é  

se reproducen, este Tribunal ha adquirido convicci n que los elementosó  

de prueba rese ados y analizados en la sentencia recurrida y que hanñ  

sido valorados en el marco de la sana cr tica, sustentan la conclusi ní ó  

de  que no se  ha  configurado el  il cito  previsto  y sancionado en elí  

art culo 195 inciso tercero en relaci n al inciso segundo y en relaci ní ó ó  

al art culo 176, todos de la Ley 18.290, al entender que se dieron losí  

tres supuestos que prev  la primaria norma en cuanto la imputada,é  

ocurrido el atropello de la v ctima - conducta cuasidelictual establecidaí  

respecto de la acusada, en que le correspondi  una participaci n deó ó  

autora directa por ser la conductora del m vil  cumpli  con detener eló – ó  

veh culo  que  guiaba,  prest  la  ayuda  posible  y  dio  cuenta  a  laí ó  
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autoridad  policial  en  los  t rminos  que  fueron  asentados  en  lasé  

sentencias de base y de nulidad, de modo que respecto a este delito 

ser  absuelta.á

SEGUNDO:  Que,  por  la  absoluci n  decidida  y  teniendoó  

presente la condena por el il cito de cuasidelito de homicidio que se haí  

mantenido, atendida la extensi n de la pena impuesta y antecedentesó  

personales de la condenada, reuni ndose los requisitos establecidos ené  

los art culos 1 , 3  y 4  de la Ley 18.216, se sustituir  la pena aplicadaí ° ° ° á  

a la acusada por la remisi n condicional, por el plazo que se dir .ó á

Por  estas  consideraciones  y  visto  adem s  lo  dispuesto  en  losá  

art culos 372, 373, 374, 384, 385 y 386, Ley 18.216 y disposicionesí  

citadas  en  el  contexto  de  este  fallo  y  en  el  de  invalidaci n,  ó SE 

DECLARA:

1.-  QUE  SE  ABSUELVE a  do a  Nicole  Andrea  Princicñ  

P rez de la imputaci n enderezada en su contra é ó por su responsabilidad 

en calidad de autora del delito de incumplimiento de la obligaci n deó  

prestar auxilio a la v ctima, previsto y sancionado en el art culo 195í í  

inciso tercero de la Ley N 18.290, en relaci n con el art culo 176 de la° ó í  

misma  ley,  en  grado  de  desarrollo  de  consumado,  ejecutado  en  la 

comuna de Temuco, el d a 05 de diciembre de 2017. í

2.-  Reuni ndose  los  requisitos  establecidos  en  los  art culos  1é í ° 

letra a), 3 , 4  y 5  de la Ley 18.216, se sustituir  la pena aplicada a la° ° ° á  

acusada  por  la  remis i n  condicional,  por  el  plazo  de  tresó  

a osñ , debiendo la condenada cumplir las condiciones que se establecen 

en el art culo 5  de dicha Ley. Si la pena le fuera revocada y debaí °  

cumplirla  en  forma  efectiva,  le  servir  de  abono  el  tiempo  queá  

permaneci  privada de libertad con motivo de esta causa, esto es, losó  

d as 5 al 6 de diciembre de 2017.í

3.-  Que,  en  atenci n  a  las  decisiones  de  la  sentencia,ó  

condenatoria por un il cito y absolutoria por el otro, cada parte deberí á 

pagar sus costas, entendiendo que ha existido motivos plausibles para 

litigar.
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Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n  del  abogado  integrante  Sr.  Francisco  Ljubeticó  

Romero.

Rol N  ° Penal-419-2022 (pvb).
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Oscar Luis Vinuela Aller
FISCAL
Fecha: 12/08/2022 09:38:45

Francisco Javier Ljubetic Romero
ABOGADO
Fecha: 12/08/2022 14:31:23



Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Temuco, integrada por su Presidenta Ministra Sra.

Cecilia Aravena López, Fiscal Judicial Sr. Óscar Viñuela Aller y abogado integrante Sr. Francisco Ljubetic Romero.  Se

deja constancia que la Ministra Sra. Cecilia Aravena López, no firma la sentencia que antecede, no obstante haber

concurrido a la vista y acuerdo de la presente causa, por encontrarse ausente.

En Temuco, a doce de agosto de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl


